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RESUMEN 
 
La geografía colombiana es fuente de un sinnúmero de recursos socio-económicos y 
naturales así como también de amenazas a la población, ya que es un territorio propenso a 
ciertos fenómenos que desencadenan desastres, como inundaciones, deslizamientos, 
sismos, etc. Sin embargo, el Estado tiene una inmensa responsabilidad en la mitigación del 
riesgo de desastres que sufre la ciudadanía, pero las instituciones no han tenido la 
fortaleza para implementar políticas públicas eficientes que eviten que el impacto de estos 
fenómenos sea mayor. La presente monografía es un estudio de las políticas públicas en 
materia de desastres implementadas por el Estado, tomando como base los postulados del 
neo-institucionalismo y la teoría de Levitsky y Murillo sobre la fortaleza de las 
instituciones, reflejando una baja estabilidad y fuerza de implementación. 
Palabras clave: Amenaza, Vulnerabilidad, Desastre, Gestión del Riesgo, Fortaleza 
Institucional 
 
ABSTRACT 
 
Colombian geography is a source of a socioeconomic and natural resources just as threats 
for the population, because is a territory prone to certain phenomenon which unchain 
disasters, like floods, sliding, earthquakes etc. However, the State has a huge responsibility 
in risk mitigation of disasters that affects the citizens, but the institutions haven’t had the 
strength to apply efficient public policies that avoid the impact of these phenomenon are 
higher. This monography is a study of the public policies in disaster matter implemented by 
the State, taking as base the hypothesis from the neo-institutionalism and the theory of 
Levitsky & Murillo about the strength of the institutions, reflecting a low stability and 
enforcement. 
Key Words: Threat, Vulnerability, Disaster, Risk Management, Institutional Strength 
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INTRODUCCIÓN 
 
Los desastres naturales en Colombia han sido uno de los principales problemas a los que se 
han tenido que enfrentar la población ubicada en zonas de riesgo, para quienes ha sido 
difícil formular una política pública integral que logre mitigar su vulnerabilidad. Desde que 
empezaron a ocurrir las primeras catástrofes naturales, la acción estatal se ha concentrado 
en atender a las víctimas, pero ha dejado poco lugar a la generación de políticas que 
piensen en cómo mitigar el riesgo y atender a los damnificados. 
La ubicación geográfica del territorio nacional es altamente sensible a la ocurrencia 
de daños naturales, debido a distintas circunstancias tales como: la accidentalidad 
geográfica, la presencia de volcanes como el Nevado del Ruíz o el Galeras, sumado a un sin 
número de ríos  y extensas costas en el océano Pacífico y Atlántico. Esta riqueza natural si 
bien ha generado grandes aportes en la construcción de una sociedad y al abastecimiento de 
la misma, también ha permitido que fenómenos naturales como el de La Niña (2010-2011) 
o la erupción del volcán Nevado de Ruíz y su posterior avalancha contra la población de 
Armero (1985), afecten de manera negativa a la población, causando daños materiales, 
físicos, económicos y personales.  
Constitucionalmente el Estado tiene la obligación de velar por la integridad de todos 
los habitantes del territorio nacional. En ese sentido, las instituciones gubernamentales, que 
tienen competencia en materia de desastres, deben ser las responsables de evaluar y 
verificar los proyectos de construcción que se llevan a cabo en los sitios considerados en 
riesgo por accidentes naturales, así como en tener un registro detallado de estos lugares.  
Luego del fenómeno de La Niña en 2010-2011, el gobierno  empezó a replantear las 
estrategias que hasta el momento se estaba adelantando en materia de gestión del riesgo por  
causados por fenómenos naturales en el país. Es así como, luego de la inversión que el 
gobierno nacional, local y la cooperación internacional tuvo que hacer para recuperarse de 
los hechos (cerca de 1.643’.020.725 millones de dólares entre ayuda humanitaria, 
donaciones, componente social, auditorias y gastos de operación), se decidió formular una 
política pública plasmada en la ley 1523 de 2012 ‘Por la cual se adopta la política nacional 
de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
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de Desastres’ (SNGRD). En esta se empiezan a adoptar nuevas medidas de prevención y 
mitigación de los desastres naturales y se tiene en cuenta un aspecto fundamental que es la 
descentralización, en la que se le dan mayores competencias a los municipios y 
departamentos para actuar en los momentos en que ocurran las catástrofes, además de 
generar políticas adecuadas para prevenir los asentamientos humanos en zonas de riesgo. 
De esta manera, se ve el papel fundamental que representan las instituciones en las 
estructuras sociales, pues son las encargadas de moldear su comportamiento y de definir las 
reglas de juego. Por esto, instituciones débiles, con poco grado de decisión, actuación y 
efectividad van a generar inestabilidad y poco desarrollo en los territorios, pues no son 
capaces de analizar el contexto y las problemáticas de manera integral, lo que lleva a la 
implementación de estrategias poco adecuadas para la dimensión del problema. 
Es por lo anteriormente planteado que la presente monografía tiene como objetivo 
responder a la pregunta ¿En qué medida la fortaleza institucional del Estado Colombiano 
afecta la implementación de la política pública de Gestión Integral del Riesgo de Desastres 
(Ley 1523 de 2012) en el país? Para lo cual se afirmará que las instituciones formales del 
Estado en materia de desastres han demostrado poca capacidad, estabilidad, y a su vez un 
bajo grado de imposición, representando un problema para la ejecución de la política 
pública de Gestión del Riesgo. 
Por lo tanto, la baja fortaleza institucional del Estado Colombiano afecta a la 
limitada implementación de la política pública de gestión integral del riesgo en el país, ya 
que los constantes cambios en materia legal, es decir, expedición de leyes que obedecen en 
la mayoría de los casos a la coyuntura; sumados a los problemas de aplicabilidad y 
cumplimiento de las instituciones, hacen que el Estado no asuma sus responsabilidades de 
manera ordenada y coordinada para mitigar su vulnerabilidad y aumentar la resiliencia. 
Así pues, lo que aquí se pretende ver es la influencia de la teoría de la fortaleza 
institucional y del Neo institucionalismo en la implementación de la política pública de 
gestión integral del riesgo. Para lo cual se emplearon las técnicas y fuentes de investigación 
provenientes de textos académicos de los principales exponentes teóricos, así como la 
recolección de información y datos de instituciones internacionales y nacionales que 
abordan el análisis de la gestión del riesgo. Tal es el caso del Banco Mundial, el 
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Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), el Departamentos Nacional 
de Planeación (DNP), entre otros, que sirvieron como insumo en este documento. 
El documento se organiza en tres capítulos. En el primero se hace una aproximación 
histórica de las catástrofes naturales ocurridas en el país, su impacto económico y social, 
además de caracterizar a dos de los más  desastres ocurridos en el país, la erupción del 
volcán Nevado del Ruíz y el fenómeno de La Niña 2010-2011. En el segundo se explican 
las leyes y medidas adoptadas por los distintos gobiernos en cuanto a la gestión del riesgo y 
se explica la teoría Neo institucional como paradigma, así como las consecuencias de la 
debilidad institucional. En el tercer capítulo se analizan las implicaciones del último 
concepto en la implementación de políticas públicas al respecto y sus repercusiones. 
Finalmente se exponen las principales conclusiones que de aquí se extraen, con el 
fin de que sirvan como apoyo en el análisis y formulación de políticas concernientes en el 
tema en el país. 
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1. REFLEXIONES SOBRE LOS DESASTRES NATURALES EN COLOMBIA  
 
Los desastres naturales son eventos que, en muchas ocasiones, resultan difíciles de 
prevenir, debido a las circunstancias en las que se presentan. En territorios como el 
colombiano, considerando su ubicación y la creciente expansión de la población, dichos 
eventos naturales hacen parte de las mismas dinámicas sociales y, por la frecuencia en que 
ocurren, deben ser un elemento previsto en el diseño de las políticas tanto nacionales como 
locales. 
En Colombia, la ocurrencia de los desastres naturales ha estado ligada tanto a las 
características propias del terreno, de acuerdo a la posición geográfica en la que se 
encuentra, como a la desmesurada expansión y urbanización. Asimismo a problemas 
sociales como el desempleo, el desplazamiento forzado y el conflicto armado. Estos han 
provocado que, por la inestabilidad de muchos terrenos y la manipulación directa del 
hombre de manera inadecuada en la naturaleza, sumado a una poca planificación estatal, 
hayan ocurrido grandes desastres naturales en el país que afectaron distintos procesos a 
nivel económico y social. 
De esta manera, el presente capítulo pretende mostrar las causas por las cuales 
ocurren los desastres naturales en Colombia, argumentando que se debe a las características 
geográficas propias del país y a la manipulación del hombre en los recursos naturales, 
sumado a las pocas políticas de prevención y planificación de asentamientos en el territorio 
nacional.  Igualmente, se muestran las  consecuencias que en materia económica y social 
generan los desastres, afectando no solo al propio territorio donde se presentan, sino a todo 
un país, debido a la proliferación de problemáticas como el desplazamiento, el desempleo y 
el gasto adicional de recursos estatales que deben ser invertidos en la atención de los 
desastres. 
Así, este capítulo se divide en tres partes, en la primera se explican las causas por 
las que ocurren los desastres naturales en Colombia, posteriormente, se mencionan las 
repercusiones que se generan a nivel económico y social tanto en el lugar afectado como en 
el resto del país y, finalmente, se hace una referencia a los eventos más significativos que 
han ocurrido en el territorio nacional y que llevaron a pensar en una ley sobre la Gestión del 
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Riesgo en Colombia; tales son el terremoto de Cúcuta, la erupción del volcán Nevado del 
Ruiz, que desembocó en la avalancha de Armero y el fenómeno de la niña acaecido entre 
2010 y 2011, entre otros.  
 
1.1.Los desastres naturales en Colombia ¿Por qué ocurren? 
La ubicación geográfica de Colombia si bien se ha considerado como una de las más 
privilegiadas, al contar con una extensa diversidad climática y ambiental, también ha sido 
el escenario perfecto para que los desastres naturales impacten negativamente en la 
sociedad colombiana. El país está ubicado entre la extensa selva amazónica y los océanos 
Pacífico y Atlántico, de los cuáles recibe una influencia climática fuerte. También es 
cruzada por la Cordillera de los Andes, lo que le permite contar con una variedad de 
ecosistemas; además al poseer dos costas, en el mar caribe y en el océano pacífico, cuenta 
con una amplia plataforma continental que abarca 1.141.748 Km2 y una superficie marítima 
de 928.660 Km2 (Duque-Escobar 2009, Pág. 12). Su posición en el trópico húmedo que 
“cuenta con la influencia de la Zona de Confluencia Intertropical hacen un patrón unimodal 
en las regiones Amazonía, Orinoquía y en la mayor parte del Caribe, y una distribución 
bimodal en la región Andina con altas y frecuentes lluvias” (Banco Mundial Colombia 
2012, pág. 13).  
Colombia es el cuarto país más grande de Suramerica, Séptimo en América y 25 en 
el mundo, siendo el único en Suramérica con zonas marinas en el pacífico y el mar Caribe 
(Instituto Geográfico Agustín Codazzi [IGAC], 2009). Aunque estas circunstancias puedan 
considerarse como una  ventaja a la hora de la explotación de recursos naturales y a la 
amplia biodiversidad, ello ha llevado a que el país también se vea fuertemente afectado por 
fenómenos naturales como el de El Niño y La Niña, causando precipitaciones y generando 
largos periodos de tiempo de sequías, fuertes lluvias, inundaciones y movimientos de tierra 
(Corporación Autónoma Regional de las cuencas de los ríos Negro y Nare [CORNARE], 
2014). De esta manera, el 86% de la población está amenazada por una actividad sísmica 
alta y media, mientras que el 28% de la misma presentan un alto riesgo por inundación y el 
31% por movimientos telúricos (Banco Mundial Colombia 2012, pág. 16). 
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A las circunstancias climatológicas hay que sumar los escenarios sociales en los que 
vive la población colombiana, ya que no solo la naturaleza es la causante de que se genere 
algún tipo de riesgo de desastres, sino que también es preciso considerar los asentamientos 
urbanos y las condiciones de vida de los pobladores nacionales. En la década de 1997-2007, 
el país sufrió altos niveles de desplazamiento forzado, pasando de 39.119 hogares 
expulsados en 1997 a 80.307 en 2007 (Unidad de Atención a Víctimas 2014, pág. 5). 
La gran parte de estas familias desplazadas han decidido asentarse en las zonas 
urbanas de los municipios y ciudades intermedias. De esta manera, las circunstancias de 
migración han tenido como resultado el incremento de los pobladores en territorios 
urbanos, por encima de los rurales, ya que los habitantes de estos últimos han decidido 
abandonar la tierra y movilizarce hacia la ciudad en busca de seguridad y mejores 
condiciones de vida. Es así como en los últimos cien años la población urbana pasó de 4,4 
millones de habitantes a 34,7 millones, siendo las ciudades con mayor desplazamiento por 
recepción: Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla [Banco Mundial Colombia 2012, pág. 
17]. (Ver anexo 1) 
En este proceso de movilización y asentamiento, son pocas las posibilidades que 
existen para ubicarse en un territorio apto para construir, por lo cual muchas de estas 
familias desplazadas deciden ubicarse en las periferias de las ciudades o en lugares alejados 
y sin poblar, conformando, poco a poco, lo que se conoce como asentamientos irregulares. 
Estos hechos han provocado una notable afectación a los distintos ecosistemas y al medio 
ambiente en general, pues estas ubicaciones van siempre acompañadas de tala de árboles, 
desecación de humedales, entre otros. El Ideam calculó, que existía una deforestación 
promedio anual, para el periodo 2000-2007, de 336.581 hectáreas por año (Ideam 2010, 
pág. 23), hecho que genera deficiencias en la estabilidad del agua y del terreno, siendo 
susceptibles a las inclemencias de la naturaleza con inundaciones o deslizamientos de 
tierra. 
Sumado a lo anterior, es preciso anotar que debido a las condiciones en las que se da 
la llegada de pobladores a lugares no aptos, estas personas sobreviven en situaciones de 
pobreza, que hacen aún más difícil su situación. Es por esto que en departamentos como 
14 
 
Amazonas, Guaviare, Guainía, Vaupés y Vichada, presentan indicadores de pobreza muy 
altos (Departamento Nacional de Planeación [DNP] 2010, pág. 32 ).  
 
Además de las situaciones de desplazamiento, asentamiento forzado y condiciones 
sociales, es preciso sumar el crecimiento de la población y de la infraestructura necesaria 
para ello. El aumento poblacional se presenta como una situación normal en todo territorio 
y en ese sentido, Colombia ha pasado de tener una población de ocho millones de 
habitantes en 1938, localizados en un 70% en los territorio rurales, a 46 millones de 
habitantes que hay actualmente, de los cuales hay una concentración poblacional del 28% 
en las zonas rurales y del 70% en las urbanas [Cardona, et al. 2005, pág. 22].  
Con este acelerado proceso de crecimiento poblacional y las deficiencias en las 
técnicas de construcción, se hace cada vez más probable que las comunidades asentadas 
presenten mayores riesgos. La urbanización apresurada sin planificación, han dado lugar a 
la construcción de viviendas en zonas de laderas y/o de relleno, que no cuentan con una 
estabilidad en el terreno haciendo  aún más potente la vulnerabilidad. 
En la actualidad el territorio colombiano está amenazado por altos y medios niveles 
sismicos en el 86% de la población, dandose principalmente esta amenaza en las regiones 
Pacífica y Andina, acogiendo a alrededor de 960 municipios, lo que se traduce en el 44% 
del área nacional (Banco Mundial Colombia 2012, pág. 50). En estos territorios, existe una 
mayor probabilidad de la ocurrencia de terremotos, lo cual traería consigo no solamente la 
péridida material, sino económica, ya que se estima que la nación podría perder cerca de 
$44.900 millones de dólares (Ingeniar Ltda. 2011, pág. 12), entre atención a desastres, 
reubicación y reconstrucción de las zonas afectadas. 
Teniendo claros los motivos por los cuáles se presentan los desastres naturales en 
Colombia, a continuación se hará una descripción de los principales eventos de este tipo 
que ha tenido que enfrentar el país. 
De acuerdo a datos suministrados por el Sistema de Inventario de Efectos de 
Desastres DESINVENTAR, entre 1910 y 2005 en Colombia se han presentado cerca de 
14.595 desastres naturales, lo que se traduce en 183 episodios por año (DESINVENTAR 
2005, párr. 5). Con este hecho, organizaciones como La Red de Estudios en Prevención de 
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Desastres en América Latina han idetificado al país como uno de los más inseguros en 
materia de desastres naturales, debido a dos variables: el nivel en que ocurren los desastres 
y la temporalidad de dichos eventos (Red de Estudios Sociales en Prevención de Desastres 
en América Latina 2003, pág. 18). (Ver anexo 2). 
En Colombia, los desastres naturales más comunes son los de tipo hidrológico, es 
decir inundaciones, avenidas, sequías y sedimentaciones, con una ocurrencia del 45%, 
seguidos por los geodinámicos (deslizamientos e inundaciones provacados por el hombre) 
con el 25%, atmosféricos (fenómenos que se producen por la interacción de los elementos 
climáticos) con el 33%, los tecnológicos1 con el 9% y los ambientales con el 3%  (Banco 
Interamericano de Desarrollo [BID] 2003, pág. 7). Ello señala que debido a la ubicación de 
los terrenos y a la intervención del hombre, las inundaciones, los deslizamientos de tierra y 
los sismos, son los hechos que más afectan el territorio nacional. 
Como bien se ha mencionado, el pais, desde hace muchos años, ha estado expuesto 
a que se presenten notables catástrofes naturales. De esta manera, se conoce que uno de los 
episodios que afectó notablemente fue el maremoto de Tumaco, ocurrido el 12 de 
diciembre de 1979, que despúes impactó en un terremoto, en el mismo año, damnificando a 
las ciudades de Manizales y Pereira (Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
2007, pág. 9). Luego de ello, el Consorcio Evaluación de Riesgos Naturales (ERN) 
identificó cinco desastres como  los más representativos de los últimos años (hasta 
comienzo del siglo XX), eston son: El terremoto de Popayán (Marzo 31 de 1983), la 
erupción del volcán Nevado del Ruiz y la avalancha que destruyó a Armero (Noviembre 13 
d 1985), los sismos del Atrato Medio o ‘Terremoto de Murindó’ (Octubre 17 y 18 de 1992), 
el terremoto de Tierradentro (Junio 6 de 1994) y el terremoto del Eje Cafetero (Enero 25 de 
1999). Allí, debido al espacio de tiempo del estudio, no se consideró el fenómeno de la ‘La 
Niña’ de 2010 – 2011, que afectó a una extensa parte del país y que constituyó un 
significativo reto para el gobierno en materia de reconstrucción y reparación de víctimas. 
En síntesis, como lo señala el Banco Interamericano de Desarrollo, Colombia:  
                                                          
1 Este tipo de desastre hace referencia a los accidentes, eventos de contaminación, escapes, daños en 
estructuras, explosiones, incendios, intoxicaciones y fenómenos de pánico, es decir, son hechos causados por 
intervención directa del hombre. 
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Es uno de los países más vulnerables a los desastres naturales en América Latina, con más 
de ocho de cada diez colombianos ubicados en zonas propensas a desastres y el 87% del 
Producto Interno Bruto (PIB) del país en riesgo de tales eventos. Más de 150 desastres 
naturales han afectado a Colombia en los últimos 40 años, cobrando la vida de más de 
32.000 personas y afectando a más de 12 millones (Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) 2003, pág. 8). 
 
1.2.Impactos socioeconómicos de los desastres naturales 
Es inevitable considerar que la ocurrencia de los desastres naturales deja 
considerablespérdidas, tanto humanas como materiales, pero, además afectan 
considerablemente los procesos de desarrollo del territorio en cuestión. 
Los impactos que se generan pueden ser de varios tipos, ya que marcan la vida de 
los afectados, debido a la cantidad de muertos, desplazados, heridos, desaparecidos y, en 
general, damnificados. En este sentido, en Colombia, se estima que hasta 2010, se habían 
registrado  39.455 muertos, 61.754 heridos, y cerca de 3 millones de damnificados por 
desastres naturales (Lampis 2010, pág. 11). Si bien estas cifras son significativas para 
dimensionar los daños, es preciso considerar otro tipo de afectación que se genera. En 
general, la ocurrencia de estos desastres puede dejar efectos negativos de dos tipos: 
Económico y social. 
Teóricamente, los efectos económicos que traen consigo los desastres naturales 
afectan aún más a los países que se encuentran en vía de desarrollo. Esto se ve reflejado en 
el gasto que deben hacer dichos gobiernos para la rehabilitación y reconstrucción de las 
áreas afectadas, representando ello un sacrificio en lugares donde hay una escasez de 
recursos y se hace difícil la programación de gastos adicionales (Banco Interamericano de 
Desarrollo 2001, pág. 33). Por esto, las medidas que se adopten, dependiendo la situación, 
deben estar acompañadas de: reasignación de recursos fiscales y del ahorro interno, 
reorientación de prestamos bilaterales o multilaterales, así como financiamiento externo; 
llevando al país, en la mayoría de los casos, a un endeudamiento progresivo que termina 
por perjudicar las finanzas estatales. 
Aunque aún existen vacíos para determinar el número exacto de víctimas, 
damnificados y daños materiales, debido a la falta de mecanisos de articulación entre las 
Secretarías de despacho municipal, departamental, Comités Locales y regionales, para la 
Atención y Prevención de Desastres, el cálculo de las pérdidas no se ha logrado hacer de 
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manera sistemática [Banco Mundial Colombia 2012, pág. 45], aquí se trataran de esbozar 
las principales concecuencias que en materia económica y social han dejado los desastres 
naturales en Colombia. 
Asi pues, según Desinventar, los deslizamientos de tierra, sismos e inundaciones 
son las situaciones que más han afectado a los departamentos de Antioquia, Quindío y 
Cauca, por pérdida de vidas, que se dividen entre deslizamientos (1.712 en Antioquia), y 
sismos (1.350 en Quindío y 1.116 en Cauca) [DESINVENTAR 2005, párr. 8]. 
Asimismo, en los últimos 40 años se han visto afectadas 1 millón de viviendas, de 
las cuales el 73% ha sido por inundaciones, el 7% por sismos y 5% por deslizamientos 
(Banco Mundial Colombia 2012, pág. 19). Los departamentos más afectados son los 
ubicados en la Costa Caribe, tales como Bolívar, Magdalena, Atlántico y Cesar, seguidos 
por algunos de la región Andina como Antioquia, en los cuáles, por la ubicación de las 
viviendas y la inestabilidad del suelo, las familias perdieron sus casas. 
A parte de las viviendas, otro sector afectado ha sido el transporte. Considerando 
que Colombia es un país en el que el 90% de las vías son de carácter secundario y terciario, 
siendo vitales para la comunicación entre zonas distantes y para la disminución de la 
pobreza [Fedesarrollo 2013, pág. 13], la afectación de estas resulta muy perjudicial, tanto 
para pobladores como para el gobierno. 
Se estima que la reconstrucción por kilómetro de carretera puede costar hasta cinco 
veces de lo que costaría el mantenimiento preventivo (DNP 2010, pág. 27), sumado a ello 
el precio por suspender el tráfico, lo cual conlleva a pérdidas millonarias diarias. Cuando se 
presentan los episodios de catástrofes naturales, Invías debe invertir cerca de $50 mil 
millones para reparar lo destruido, aunque esta cifra aumentó en los años 2010-2011, 
cuando el fenómeno de La Niña acabó con parte del país, aumentando la inversión hasta en 
$120 millones (DNP 2010, pág. 27), que fueron distribuidos para atender la emergencia y 
poco quedó para ejecutar planes de prevención, hecho que lleva a una debilidad estatal en el 
tema y a una mayor pérdida de recursos, ya que no se mitiga el riesgo. (Ver anexo 3) 
Otro sector fuertemente afectado es el agropecuario, debido sobre todo a las 
situaciones de inundación. Para los periodos de 1970-1980, se afectaron 327.497 hectáreas 
de cultivo, perdiéndose alrededor de 98,25 millones de dólares, lo que representó el 1,542% 
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de pérdidas de participación en el PIB del sector (Cardona, et al. 2004, pág.12 ), mientras 
que en los episodios de La Niña 2010-2011, afectó 1’324.000 hectáreas; entre los 
prductores más afectados estuvieron los cafeteros con perdidas de 190.580 hectáreas de 
cultivo, perdiendo cerca de $500 mil millones, según estimaciones de la Federación 
Nacional de Cafeteros (2010). Estos hechos han sido los más remarcables en materia de 
pérdidas económicas, en lo que tiene que ver a los distntos desastres naturales ocurridos en 
el país. 
En cuanto a los daños sociales es mucho más difícil hacer la estimación, ya que los 
pocos datos que se tienen se remiten exclusivamente a las pérdidas materiales de los 
hechos. Sin embargo, pueden encontrarse algunas carcaterísticas en común tales como:  
La disminución drástica de los medios de sustento, la fragmentación familiar, aislamiento 
social, desplazamiento etc. No obstante, éstos no son cuantificables de manera precisa, 
como los efectos directos que ocasionan los desastres en número de muertos, heridos, 
afectados y damnificados. (Lampis 2010, pág. 19). 
 
De esta manera, aunque no se tienen datos exactos de los daños sociales, estos se 
reflejan en los económicos, pues disminuye considerablemente el nivel de vida, las 
oportunidades de desarrollo y, en general, afectan a la población y al entorno en el que se 
desenvuelven, debido a la baja en las actividades económicas y al aumento en los índices de 
desempleo que se generan. 
 
1.3.La erupción del volcán Nevado del Ruiz, la avalancha de Armero y el Fenómeno 
de La Niña 2010-2011 
Como se ha mencionado, muchos son los desastres que han ocurrido en el país de índole 
natural y que han tenido repercusiones tanto en la población como en el desarrollo general 
de los terrtorios y del país. A pesar de que todos ellos han marcado, de una u otra forma, la 
vida de los afectados y de la nación, existieron dos eventos que pasaron a la historia como 
los más impactantes, debido a la cantidad de víctimas y a los daños que causaron a la 
comunidad. Estos fueron: la erupción del volcán Nevado del Ruíz, que desembocó en la 
avalancha de Armero, ocurrido en 1985 y el Fenómeno de La Niña en 2010-2011, que 
abarcó a un vasto número de los municipios del país con fuertes inundaciones,avalanchas, 
deslizamientos, entre otros, en sus territorios. 
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El acápite se remite a estos hechos, ya que a partir del primero, la avalancha de 
Armero, se empezó a implementar un Sistema de Gestión de Riesgo, mientras que con el 
segundo evento se trató de evolucionar en el tema, como se mostrará en el segundo 
capítulo. Por lo tanto, la descripción de los dos desastres resulta fundamental para analizar 
el contexto en el que se implementa la gestión del riesgo en Colombia. 
El nevado del Ruiz ha sido considerado por muchos años como uno de los mayores 
atractivos del parque Nacional de los Nevados, debido a su ubicación y al espectáculo que 
ofrece. Este está ubicado al norte de la Sierra Nevada del Quindío en la Cordillera Central 
de los Andes, cuenta con una altura de 5.300 metros y es considerado de tipo pelano2 
(Latorre 1998, pág. 10). Este nevado, antes de que ocurriera la catástrofe de 1985, tuvo 
actividad que estuvo acompañada de fuego y ceniza, tal y como lo señala Fray Pedro 
Simón: 
Los rastros de piedra pómez, azufre y arena menuda negra que hay a muchas leguas de sus 
contornos, en especial a la parte de esta ciudad de Mariquita hasta el río Grande (río 
Magdalena), dan claras muestras de haber en otros tiempos reventado este vo1cán por 
cumbres y sembrado todas estas cosas. Pero la reventazón que con evidencia vieron y 
oyeron los de este reino fue el 12 de marzo, domingo de Lázaro del año 1595, como a las 
once del día, cuando dio tres truenos sordos como de bombarda, tan grandes que se oyeron a 
más de treinta leguas, por toda su circunferencia causados de haber reventado este cerro por 
debajo de la nieve (Simón 1953, pág. 127). 
 
Luego de la erupción de 1595 y de otra en 1845, y a pesar de las advertencias de 
subsiguientes erupciones; las generaciones venideras y, el Estado, olvidaron dichos 
acontecimientos y se establecieron nuevos asentamientos humanos en esa área, fundando 
así el municipio de Armero, territorio más afectado por la erupción de 1985, aunque tuvo 
repercusiones, en menor grado, en Chinchiná, Ambalema y Honda.  
La actividad volcánica estaba, por los días del 13 de noviembre de 1985, muy alta. 
Aunque centros especializados en el tema advirtieron de la posible erupción del volcán, ya 
que se presentaron fumarolas y pequeños temblores de 3 y 4 grados en la escala de Richter 
[Latorre 1998, pág. 8], los organismos gubernamentales no tomaron las medidas 
preventivas necesarias (más allá de la advertencia), para mitigar las repercusiones o evitar 
que la tragedia ocurriera. 
                                                          
2 Se considera de este tipo cuando presentan una lava viscosa, largos intervalos entre una y otra erupción. 
Además de erupciones viscosas que producen nubes densas. 
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Es así como el 13 de noviembre de 1985 el volcán Nevado del Ruíz hace erupción y 
se convierte en una avalancha que irrumpe en el municipio de Armero y deja como 
resultado más de 23.000 personas muertas y 75.000 afectados de manera indirecta, ya sea 
por pérdidas materiales o inmateriales [Comité Internacional de la Cruz Roja 2013, pág. 3]. 
Con esta cantidad de víctimas, que representaron el 70% de la población de toda la región 
(Comité Internacional de la Cruz Roja 2013, pág. 5), el Estado respondió inmediatamente 
con: La recuperación de la vías afectadas, instalación de hospitales móviles, sistemas de 
telecomunicaciones, fortalecimiento del Comité Vulcanológico, búsqueda de territorio para 
la instalación de albergues y la declaración de la emergencia sanitaria, entre otros (Latorre 
1998, pág. 15). Con esto, el Estado empezó a responder, de acuerdo a las necesidades del 
momento, para atender los desastres naturales y, posteriormente, para tratar de prevenirlos, 
aunque su estrategia, por cuestiones de implementación o formulación no logró su 
cometido con los hechos siguientes. 
Al ver la magnitud de las víctimas y efectos negativos de la tragedia, el Estado 
decidió implementar el Sistema Nacional de Prevención y Atención de desastres en 1989, 
como respuesta a lo ocurrido en Armero, que a pesar de tratar de formular una política de 
prevención, terminó por adoptar una de socorro y atención. 
Para 2010, uno de los años más afectados por el fenómeno de La Niña, se generó 
una emergencia ambiental, social y económica, debido a las fuertes inundaciones que 
impactaron al país.  
El fenómeno de La Niña se caracteriza por la variabilidad climática que se da 
cuando existe un enfriamiento muy por debajo de lo normal de las aguas del Océano 
Pacífico Tropical central y oriental, con respecto a las costas del Perú, sur de Colombia y 
Ecuador, provocando cambios repentinos en el comportamiento de los vientos y de las 
lluvias [Banco Mundial Colombia 2012, pág. 35], siendo de mayor impacto en las regiones 
del Caribe, Pacífica y Andina. En general, este periodo se caracterizó por un aumento 
precipitado de las lluvias en dichos territorios, nunca antes visto, entre los meses de junio y 
noviembre, lo que provocó inundaciones debido a los niveles de los ríos Cauca y 
Magdalena, así como de algunos de sus afluentes, generando fuertes afectaciones en la 
población y en la infraestructura del país. 
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Gráfico 1. Afectación de los departamentos por el fenómeno de La Niña 2010-2011. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Gráfico tomado de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (2012). 
 
Como se puede observar en el anterior gráfico la mayor parte del territorio nacional 
se vio afectado por las torrenciales lluvias, con excepción de San Andrés, Vichada, Guainía 
y Vaupés; en el resto, la población afectada llegó a ser hasta del 35%. Las pérdidas 
materiales superaron los $40 millones de dólares (Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres 2014, pág. 10), 
Además de los impactos económicos, es preciso señalar que una parte de la 
población afectada se encontraba en una situación de vulnerabilidad superior al resto del 
país y, ni siquiera estaban registrados en programas de protección social del gobierno. Por 
lo tanto, para este tipo de población las consecuencias fueron mucho más graves en materia 
económica y de condiciones de vida. 
Según datos del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres [2014], los 
siguientes son los registros más destacables de dicha ola invernal: 
 El total de personas que se inscribieron en el Registro único de Damnificados fue de 
3’219.239, lo que correspondió al 7% de la población nacional. 
 El 73% de la población fueron damnificados y el restante 27% fueron afectados. 
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 En cuanto a los efectos socioeconómicos se encontró que cerca del 70% de los 
afectados eran empleados o ejercían algún tipo de actividad económica y después de las 
inundaciones la tasa de desempleo aumentó en 4 puntos porcentuales. 
 Asimismo, las dos terceras partes de la población más afectada se encontraba en 
condiciones de Necesidades Básicas Insatisfechas. 
Así pues, las políticas de atención de desastres tuvieron que encaminarse hacia la 
atención de estos hechos, generando un cuantioso gasto económico por parte del gobierno, 
además de grandes esfuerzos humanos. 
Las medidas adoptadas por el gobierno estuvieron marcadas por la declaración de 
calamidad pública, estableciendo posteriormente, la situación de desastre en  parte del país. 
Debido a la coyuntura política del momento que abarcaba el cambio de Presidente de la 
República, pasando del gobierno de Álvaro Uribe al de Juan Manuel Santos, la situación 
fue atendida por el Sistema Nacional de Atención y Prevención de Desastres (Fondo 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 2014, pág. 11). Con esto, como se verá más 
adelante, se convierte en una prioridad del gobierno que entra la atención de desastres.  
Como se observó aquí, los desastres naturales han ocurrido en Colombia por 
distintos aspectos como la mala intervención de los pobladores, la urbanización sin 
planificación y las características geográficas de los territorios, que sumado a la poca 
mitigación estatal en el tema, han generado los más grandes desastres, que no solo se limita 
al hecho en sí, sino a las consecuencias a futuro que pueden traer, como un atraso en el 
desarrollo de todo un país, generación de más pobreza y una población con pocas 
oportunidades de surgir. 
Este hecho hace repensar las estrategias que se deben adoptar, con el fin de mitigar 
el riesgo y no solo limitarse a las tareas de socorro. Con instituciones mucho más 
fortalecidas y formadas en el tema, como se verá en el siguiente capítulo, puede asegurarse 
una mejor planificación del uso del suelo para ser implementada en todo el país, de acuerdo 
a las características propias de cada ente territorial. 
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2. ACCIONES INSTITUCIONALES PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO: UNA 
APROXIMACIÓN PRÁCTICA Y TEÓRICA 
 
Debido a los continuos episodios de desastres naturales que se han presentado en el país, el 
Estado colombiano ha tenido que tomar cartas en el asunto, generando leyes y políticas que 
trataran, en principio, atender las catástrofes, y, después, mitigarlas. Con esto, se fueron 
creando marcos de referencia en el transcurso de los años basados en la legislación, para 
que las poblaciones más afectadas fueran atendidas inmediatamente, buscando de alguna 
manera la integridad en la atención. Estas respuestas no fueron suficientes durante muchos 
años, ya que, o la población no recibía completamente la ayuda, o las políticas formuladas 
no eran suficientes para la magnitud de los desastres. 
Así pues, la forma de actuar gubernamental debería estar enmarcada en unos 
principios básicos determinados teóricamente, que para este caso, ha sido llamado el Nuevo 
institucionalismo, como respuesta al deber ser del comportamiento y análisis de las 
instituciones.  
Con esto, el presente capítulo se centra en describir y analizar el proceder estatal en 
materia de políticas para atender los desastres naturales, mencionando desde la creación de 
las primeras instituciones de socorro, hasta la implementación de la ley 1523 de 2012, 
última política en materia de riesgos por desastres naturales. Igualmente se explica el marco 
teórico bajo el cual se encierra este trabajo, analizando el enfoque Neo institucional y, en 
ese sentido, la importancia de la fortaleza institucional en la adopción de políticas.  
 
2.1. Respuestas gubernamentales para la Gestión del Riesgo en Colombia 
Antes de los hechos ocurridos en Armero, la atención a desastres en el país estaba limitada 
al socorro y la atención inmediata, sin ningún tipo de política pública, ni institucionalidad al 
respecto. Si bien la primera respuesta que se da al tema es la creación del Sistema Nacional 
de Prevención y Atención a Desastres en 1989, luego de la catástrofe de Armero, es preciso 
mencionar algunas disposiciones anteriores que llevarán a la creación de dicho sistema y, 
posteriormente, a la promulgación de la ley 1523 de 2012, Por la cual se adopta la política 
nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el ‘Sistema Nacional de Gestión 
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del Riesgo de Desastres y se dictan otras disposiciones’, como última política adoptada por 
el gobierno nacional. 
El primer antecedente que se tiene sobre atención a desastres en el país se remonta a 
1875 cuando se organiza la Comisión Nacional de Socorro, la cual tenía como objetivo 
principal la atención a los damnificados y servir como puente para la llegada de recursos 
que atendieran las consecuencias del terremoto que acabó con la población de Villa del 
Rosario en Cúcuta, dejando alrededor de mil muertos [Lampis 2010, pág. 16]. Este hecho 
no sirvió como precedente para que el Estado tomara medidas al respecto y, los eventos 
similares ocurridos en años posteriores, tuvieron que ser atendidos por organismos 
internacionales como La Cruz Roja, la cual se encargó de atender las calamidades públicas, 
mediante mecanismos como la ayuda humanitaria. Con esto, poco a poco fueron surgiendo 
en el país organizaciones como los cuerpos de bomberos y la Defensa Civil3, que pasaron 
de atender a víctimas del conflicto para prestar sus servicios a las emergencias naturales.  
La violencia desatada luego del 9 de abril de 1948, llevó a que las autoridades 
gubernamentales pensaran en un modelo de atención de desastres, ya que los hechos 
desarrollados en el país para la época estaban dejando los peores resultados, afectando a 
toda la población en general. Es así como el Estado y la Cruz Roja deciden conformar, con 
la ley 49 de 1948, la Organización de Socorro Nacional, encargada de atender a las 
víctimas que dejara cualquier tipo de emergencia (Banco Mundial Colombia 2012, pág. 
37). Esta recibía recursos estatales, a pesar de no tener un origen público. 
Este modelo fue el único que existió hasta los años 60 y 70, cuando se empiezan a 
generar políticas de intervención, debido a la cantidad de desastres naturales que se estaban 
presentando. Lo primero que se hizo fue crear el Programa de Preparativos de desastres, 
orientado por el Ministerio de la Salud, en donde se daba un enfoque médico a la situación, 
argumentando que la ocurrencia de los desastres de tipo natural debía ser tratada como una 
enfermedad; con ello es aprobado el Código Sanitario Nacional, en el que se propende por 
la protección tanto del medio ambiente como de la salud humana, constituyendo los 
primeros comités del nivel local y regional de emergencias [Banco Mundial Colombia 
2012, pág. 39]. 
                                                          
3 Institución creada de 1965, mediante decreto 3398. 
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Las catástrofes naturales no cesaban en el país y en 1979 llega a las costas de 
Nariño un Tsunami arrasador, que dejó alrededor de 2.000 víctimas y desaparece a San 
Juan de la Costa (Meyer 2000, pág. 16). Asimismo, se presenta en Popayán el ya 
mencionado sismo en 1984 y, finaliza este periodo de desastres con la erupción del Nevado 
del Ruíz y la avalancha de Armero en 1985. Con estos tres eventos, se empieza a gestar un 
cambio institucional en la forma de concebir la atención de desastres. 
Hasta ese momento, como lo mencionan Cardona [2004], la política implementada 
estaba basada en la prevención pero con planes de contigencia ante un desastres, mas no de 
mitigación por riesgos medioambientales. Igualmente, existía un ambiente disperso, por los 
mismos desastres, al no tener claridad sobre quienes debían atender casos como los de 
Armero y las pocas organizaciones creadas para el tema en el ámbito nacional tenían muy 
poca capacidad de acción (Lampis 2010, pág. 10). Los estudios metereológicos y relevantes 
eran poco articulados con las políticas que se iban definiendo y éstas estaban formulandose 
sin la intervención de la sociedad afectada o directamente involucrada, por lo cual existía 
un total centralismo político, que no se abría a las regiones. 
Con todos estos hechos, sobre todo la avalancha de Armero, se dio paso a un 
considerable avance de la estructura normativa que rigió durante muchos años en el país en 
materia de gestión del riesgo en Colombia. El primer cambio se dio en la ley 46 de 1988, 
por la cual se crea el Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres SNPAD, el 
cual surge como recomendación del PNUD y de la Oficina de la Naciones Unidas para el 
Socorro en Casos de Desastre, organizaciones que invitaron al gobierno nacional a crear 
una entidad que previniera estos hechos naturales. Es así como el Presidente Barco decide 
conformar tanto el SNPAD, como la Oficina Nacional de Atención de Emergencias, la cual 
tenía como misión formular las bases de la política en la materia (Lampis 2010, pág. 11). 
El SNPAD se caracterizó, principalmente, por introducir el término prevención, 
aunque este nunca tuvo un concepto claro, ya que a veces se podía entender como la 
preparación para responder a la emergencia o como medidas anticipadas de los daños 
(Banco Mundial Colombia 2012, pág. 42). Este hecho generó grandes prblemáticas, sobre 
todo a la hora de articular a las instituciones pertinentes. A pesar de ello, el Sistema contaba 
con una mejor organización y estaba definido por: una descentralización territorial 
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importante para su consolidación y aplicación, se organizaron comités de toda índole, de 
manera que actuaran de forma especializada y coherente con los requerimientos; se autoriza 
al municipio o departamento la atención al desastre, por lo cual debían estar preparados 
para atender emergencias, reconstruir el territorio afectado y, especialmente, prevenirlas en 
dado caso [Lampis 2010, pág. 15]. 
El sistema era financiado mediante el presupuesto de cada entidad que lo 
conformaba y otra parte, por los manejos del Fondo Nacional de Calamidades, que se 
revivió con la tragedia de Popayán, así se pretendía tener recursos de toda índole para 
prevenir y atender los desastres naturales. 
El SNPAD, define, en materia de planeación, expedir un Plan Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres (PNPAD), que fue materializado, posteriormente, con 
el decreto 92 de 1998, en el cual se determinaba la política y las acciones en todo ámbito, 
para prevenir, mitigar, atender y recuperar los desastres naturales (Congreso de la 
República, 1998). Sus principales estrategias estaban orientadas a: Conocer las amenazas 
de tipo antrópico, incorporar la prevención de riesgos en la planificación de los marcos de 
los Planes de Desarrollo, en los cuales se debían manejar los asentamientos humanos en 
zonas de riesgo; además se propendía por un fortalecimiento institucional, tanto del orden 
nacional como del local. Finalmente daba prioridad a la socialización de la prevención de 
desastres, mediante capacitaciones y actividades convenientes para la sociedad civil. 
Asimismo, el SNPAD, contemplaba los planes de contingencia, definió un régimen 
de situaciones de desastres para distinguir, según la gravedad y los efectos, entre desastres y 
calamidad pública, para lo cual estaba facultado el Presidente de la República. Debido a 
que la ley autorizó a los entes territoriales a adoptar regímenes propios en cuanto a 
desastres, se generó una desproporción de la ley en los municipios, ya que si bien 
formularon Planes de Emergencia y Contingencia, estos eran más una respuesta a la 
actuación en caso de eventos desastrosos, y era poca la atención prestada a la prevención 
[Banco Mundial Colombia 2012, pág. 40]. Ello empezaba a mostrar las debilidades 
estructurales y aclaratorias de la ley, que no se centran en definir de manera clara y concisa 
los conceptos claves que la determinaban. 
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Debido a varias fallas que se encontraron, sobre todo en el Plan Nacional en materia 
económica e institucional, se generó un documento Conpes, el 3146 de 2001, con el fin de 
consolidarlo y materializarlo. Los aspectos fundamentales de dicho documento son: un 
análisis general de la situación del riesgo por desastres naturales en Colombia y el avance 
del PNPAD. Con esto se dieron las directrices específicas para cada estrategia del Plan, 
además ayudó a llenar vacíos en temas territoriales, de responsables de cada acción y 
estableció un periodo de ejecución específico de dos años. 
Posterior a este Conpes se desarrollaron otros más que respondían a las situaciones 
de desastres. Tales fueron los casos de los Conpes 3180 de 2002, que se tituló como 
‘Programa para la reconstrucción y desarrollo sostenibe del Urabá antioqueño y chocoano, 
y bajo y medio Atrato’: el Conpes 3398 de 2005 que le da ‘Garantía de la nación a Bogotá 
para contratar a una operación de crédito externo con la banca multilateral hasta por US$ 
80 millones, para financiar parcialmente el Programa de Reducción de la Vulnerabilidad 
Fiscal y Física del Distrito Capital frente a los desastres naturales’. Otros como el 3501 de 
2007 que genera lineamientos de política para una gestión integral del riesgo en las zonas 
amenazadas por el volcán Galeras y el 3667 de 2010 que da lineamiento de política para la 
reducción del riesgo ante amenaza de avalancha en el volcán Nevado del Huila, muestran 
una prevención con políticas específicas para cada caso de riesgo de desastre, lo cual es 
destacable para el caso. 
Luego surge el Sistema Nacional Ambiental (SINA), en 1993, en el que se reconoce 
la importancia de la gestión del riesgo para la gestión ambiental, que debía ser desarrollado 
desde el ámbito nacional hasta el municipal, con el fin de determinar los ecosistemas y los 
ambientes en los que se puede presentar riesgos y así implementar estrategias conjuntas 
para evitarlos. 
Como se mencionó con anterioridad, una de las bases fundametales de la gestión del 
riesgo con el SNPAD, fue la descentralización, la cual se ha aplicado en Colombia, en 
materia de gestión del riesgo, desde 1988 con la ley 46, en la que se crean instituciones de 
tipo local para desastres naturales, además de la ley 919 de 1989, en la que se le ordena a 
todas las entidades de orden territorial incorporar la prevención de desastres en el desarrollo 
de sus regiones, aunque es la ley 388 de 1997 la que especifica la elaboración, por parte de 
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los municipios, de un Plan de Ordenamiento Territorial, en el que se garantice un óptimo 
uso del suelo de acuerdo a las características propias, se mitiguen los asentamientos 
humanos, se generen mecanismos para prevenir desastres en zonas de riesgo, etc. [Lampis 
2010, pág. 20]. Hay que resaltar que este Plan resullta fundamental para los municipios ya 
que les permite conocer el estado de sus suelos, la forma en que se pueden aprovechar y las 
acciones a implementar para no generar riesgos por desastres naturales. 
A pesar de los esfuerzos hechos por los distintos gobiernos, el Sistema Nacional de 
Prevención no resultó tan efectivo como se esperaba, pues situaciones como la 
desarticulación con los entes territoriales, la debillidad en su aplicación que no mitiga 
completamente la ocurrencia de desastres, la imposibilidad de cuantificar los impactos de 
futuros desastres, la falta de incorporación de los principios de autonomía, coordinación 
concurrencia, subsidiaridad y participación que consagra la Constitución de 1991, que 
hacen recurrir a nuevas formas de gestión pública [Banco Mundial Colombia 2012, pág. 
64] y situaciones como la falta de uso de elementos tecnológicos que faciliten la 
divulgación de los riesgos que se pueden generar, tanto a nivel nacional como local, 
hicieron que la política se quedara corta y no respondiera efectivamente a los 
requerimientos que necesitaba. 
 
2.2. Ley 1523 de 2012 
Luego de las incapacidades del SNPAD y de los hechos ocurridos en 2010 y 2011 con el 
fenómeno de La Niña en Colombia, que dejó miles de damnificados y afectados, el 
Congreso de la República aprobó la ley 1523 de 2012, ‘Por la cual se adopta la política 
nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres y se dicta otras disposiciones’. Aquí, por primera vez, se habla 
directamente de la gestión del riesgo y especifica que debe existir mitigación en la 
vulnerabilidad al desastre y no solo estrategias a adoptar en el momento en que estas 
ocurran. 
 La ley enfatiza en hacer una conceptualización adecuada, que permita definir su 
alcance y aplicabilidad. Asimismo, determina el papel que desempeñan los distintos 
organismos tanto nacionales como locales para prevenir todo tipo de desastres, emergencias 
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y riesgos que se presente. En general, esta norma recoge todas las disposiciones antes 
establecidas y propende por una mejor actuación gubernamental en el tema. 
La primera parte de la ley hace una recopilación conceptual, en la que se define a la 
gestión del riesgo como  
Un proceso social orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
políticas, estrategias, planes, programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones 
permanentes para el conocimiento y la reducción del riesgo y para el manejo de desastres, 
con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, el bienestar, la calidad de vida de las 
personas y al desarrollo sostenible. (Congreso de la República 2012, art.4). 
 
Con ello se puede ver que la ley se diseñó con el fin de conocer todos los posibles 
riesgos que se puedan presentar en un determinado lugar, para así poder prevenir soluciones 
o mitigar el riesgo que exista. Igualmente define los conceptos de Calamidad Pública, 
entendiéndolo como el resultado de las manifestaciones de eventos naturales que causan 
distintos daños; Análisis y Evaluación del Riesgo, como modelo en el que se identifica la 
amenaza y vulnerabilidad, para determinar futuros efectos sociales, económicos y 
ambientales [Congreso de la República 2012, art. 4], entre otros. 
Esta ley presenta al Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, como un 
conjunto de instituciones públicas, privadas y de índole comunitaria, que deben ser los 
garantes de que la ley se aplique efectiva y eficientemente. Este Sistema está encabezado 
por el Presidente de la República y el director de la Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres, seguido por los Gobernadores y Alcaldes en su respectiva 
jurisdicción. En general, las entidades que forman parte del Sistema son: el Consejo 
Nacional para la Gestión del Riesgo, el cual es la instancia superior que orienta el sistema 
nacional; la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, encargada de diseñar 
el Plan Nacional de Gestión del Riesgo; el Comité Nacional para el Conocimiento del 
Riesgo, el Comité Nacional para la Reducción del Riesgo, el Comité Nacional para el 
manejo de Desastres y los Consejos Departamentales, Distritales y Municipales para la 
Gestión del Riesgo. Todos ellos fueron creados con el fin de abarcar todos los lineamientos 
de la política y garantizar resultados eficientes. 
La ley determinó que todas las entidades territoriales debían elaborar sus propios 
planes de gestión del riesgo, con sus respectivas estrategias de respuesta. Por ello, se exige 
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que en la formulación de los Planes de Ordenamiento Territorial se deba adoptar los 
factores de riesgo económicos y socio-ambientales, para la ocupación del suelo. 
La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres tiene como misión 
poner en funcionamiento el Sistema Nacional, mediante una plataforma actualizada con 
todos los programas de las entidades territoriales. Con ello se pretende que exista una 
información real de los hechos que pueden ser considerados como amenaza de desastres 
naturales, para así poder ser atendidos oportunamente y coordinar la gestión de las distintas 
organizaciones que sean pertinentes para cada caso. 
El sistema de financiación para la gestión del riesgo de desastres estará determinada 
por el Fondo Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres, que funciona como una cuenta 
de la Nación con destinación específica a los desastres naturales, contando con 
independencia administrativa y patrimonial. Igualmente, la ley establece la creación de 
subcuentas, de acuerdo a las líneas estratégicas que se manejan, por lo tanto existen: la 
subcuenta de conocimiento del Riesgo, la subcuenta de reducción del riesgo, subcuenta de 
manejo de desastres, subcuenta de recuperación y de protección financiera, con esto se 
establece un presupuesto específico a cada línea. La norma también determina la creación 
de Fondos Territoriales, con la misma estructura del nacional. 
Así pues, el gobierno del Presidente Juan Manuel Santos promulgó la Política 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres para Colombia, la cual espera tener un mejor 
y mayor impacto que sus disposiciones precedentes, ya que estas habían dejado de lado 
muchas disposiciones que aquí se abarcan, sobre todo en el tema territorial y de 
descentralización, en el cual se ve una mayor actitud a articular todas las políticas al 
respecto, generando lineamientos que orienten la formulación de los Planes territoriales. 
Como se he visto a lo largo de esta parte del capítulo, y parte del precedente, las 
respuestas institucionales, ya sea en materia de socorro o de prevención del desastre, han 
sido planificadas luego de que ocurriera algún tipo de calamidad, nunca ha existido una 
preocupación por tratar de frenar o manejarlo sin que se presentara algún evento. Como lo 
menciona el estudio realizado en 2010 por el Banco Mundial “La falta de una estrategia 
institucional y financiera clara para el manejo de desastres se refleja en la necesidad de 
formular lineamientos de políticas y mecanismos de financiación cuando han ocurrido 
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eventos de alto impacto” (Banco Mundial Colombia 2012, pág. 88), lo que quiere decir que 
solo en estos casos se ha pensado en los desastres naturales y, por ende, en su atención y 
mitigación 
 
2.3. El Neo institucionalismo como respuesta gubernamental 
Luego de la Segunda Guerra Mundial, el foco de la Ciencia Política se centró en desarrollar 
teorías como la elección racional y el conductismo, dejando muy poco espacio para el 
estudio de las instituciones políticas, desapareciendo así de las investigaciones principales 
(Caballero 2007, pág.13). Sin embargo, más adelante, finalizando el siglo XIX y entrando 
en el XX, las instituciones volvieron a adquirir la importancia que merecían en los estudios 
de la Ciencia Política, con un nuevo enfoque que se conoció como el Nuevo 
institucionalismo o Neo institucionalismo. 
Este nuevo rumbo del estudio de las instituciones políticas, parte de la idea de darle 
una nueva concepción a la institución, de acuerdo a los aspectos que para la época se estaba 
desarrollando. Es así como nacen los escritos de autores como March y Olsen en 1984, 
pioneros del Neo institucionalismo en la Ciencia Política como Peters en 1999, Moe en 
1990 o North en el mismo año, para la perspectiva económica. Estos fueron concibiendo 
este nuevo enfoque que cambiaría, de alguna manera, la forma de pensar las instituciones 
en términos de organización y funcionamiento. 
Para empezar a explicar en qué consiste el Nuevo institucionalismo, es significativo 
comenzar por definir lo que el viejo institucionalismo entendía. De esta manera, uno de los 
grandes exponentes, y del cual se toma su definición y concepción, es Thorstein Veblen 
desde el punto de vista mercantil, quien impulsó una nueva ola de pensamiento en contra de 
la economía neoclásica, al considerarla demasiado abstracta, sin posibilidad de explicar los 
cambios económicos (Ramos 2013, pág. 326). Consideraba que la economía debía ser una 
disciplina en constante evolución, con un proceso de desarrollo continuo. 
Por este motivo, Veblen consideraba que las instituciones jugaban un rol 
determinante, ya que eran las encargadas de dar estabilidad y continuidad a las decisiones 
adoptadas. Veía a las instituciones como “Preconcepciones y hábitos comunes de 
pensamiento, convenciones socialmente compartidas, rutinas generalizadas de 
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comportamiento, estructuras sociales, etc., que daban estabilidad a la sociedad” (Ramos 
2013, pág. 328). Así, Veblen aseguraba que las instituciones que se adaptaran 
apropiadamente, en una especie de evolución a lo Darwin, se multiplicarían y serían 
copiadas, mientras que aquellas que no lo lograran tenderían a la desaparición. 
Esta concepción da a pensar que las instituciones deben surgir a partir de las 
condiciones en las que la sociedad se desarrolla. Es decir, se dan por contextos coyunturales 
de cambio, en el cual, las más fuertes son las que tienden a permanecer y definen los 
patrones de comportamiento que van a regir en su sociedad. 
Desde una perspectiva de la Ciencia Política, el viejo institucionalismo es concebido 
como la encarnación de la ley y de las instituciones gubernamentales en el Estado, que 
logra trascender hacia la sociedad, vinculándose orgánicamente con ella e influenciando sus 
patrones de comportamiento (Peters 2009, pág. 15). Así, el viejo institucionalismo se 
caracteriza por el papel central de las leyes en el comportamiento de la sociedad, la 
estructura que determina ese comportamiento, la historia como actor que explica la 
conducta actual de los sistemas políticos y la preocupación que tenían por un buen gobierno 
en las instituciones. En general, su preocupación era la ley y su influencia para moldear a la 
sociedad. 
Como lo mencionan Marsh y Stoker (1997), las instituciones son vista como: “Las 
reglas, procedimientos y organizaciones formales de un sistema de gobierno, que pretenden 
explicar, por una parte, la relación entre la estructura y la democracia, y por otra, de qué 
modo las reglas, procedimientos y organizaciones formales determinan o no el 
comportamiento político” (Marshc y Stoker 1997, pág. 65). 
Así pues, partiendo de los anteriores postulados y como forma de estudiar desde 
otro enfoque a las instituciones, nace el llamado Nuevo institucionalismo. Este surge como 
respuesta a los enfoques que aparecieron posteriores a la Segunda Guerra Mundial, el 
conductismo y la elección racional. El primero hacía referencia a la importancia de 
construir una teoría y una metodología base para la Ciencia Política y la segunda contempla 
que los actores son de carácter individual y su comportamiento está basado en las 
desagregaciones, que los llevan a tomar decisiones de tal manera que sean aquellas que más 
les beneficien personalmente y no colectivamente [Peters 2009, pág.20]. Con esto, el 
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Nuevo institucionalismo enfocado en March y Olsen, argumentaba que los dos enfoques 
antes mencionados se caracterizaban por su contextualismo, actuaciones estatales 
subordinadas a fenómenos de coyuntura; reduccionismo, al reducir el comportamiento 
colectivo al individual; el utilitarismo, que implicaría que las instituciones actuaran con 
principios distintos e individuales; y finalmente por su instrumentalismo, en el que la vida 
política se ve solo a través del sector público, sin ver una interacción de distintos factores 
en el proceso político. 
 Autores como March y Olsen, aseguran que las instituciones políticas pueden ser 
vistas como actores políticos, ya que gozan de cierta autonomía y son entes de decisión, 
además traen consigo el concepto de estructura política que es visto como “El conjunto de 
instituciones, reglas de comportamiento, normas, roles, arreglos físicos, fundamentos y 
archivos que son relativamente invariantes frente a la rotación de individuos y adaptables a 
las preferencias y expectativas idiosincráticas individuales” (March y Olsen 1984, pág. 
740), con ello se ve un enfoque mucho más cercano a la acción colectiva, que de hecho, se 
convierte en el centro de análisis. Así pues, la relación entre colectividades políticas y su 
entorno socioeconómico debe ser de carácter recíproco, en el que exista la posibilidad de 
que la política o el Estado moldee a la sociedad y viceversa (Peters 2009, pág. 18 ).  
En esta medida, el Nuevo institucionalismo se va a caracterizar porque: Acepta 
tanto instituciones formales (leyes u organismos burocráticos), como las informales 
(conductas y normas socialmente compartidas), las instituciones tienden a permanecer en el 
tiempo, lo estipulado por ellas debe, efectivamente, afectar el comportamiento social e 
individual y, por último, los miembros de las instituciones deben tener valores compartidos. 
Con esto, el Neo institucionalismo, se configura como un enfoque que permite explicar a 
las instituciones desde un punto de vista horizontal, en el que le es legítimo interactuar y 
moldearse de acuerdo a las necesidades de su sociedad.   
Con esto surge la idea del institucionalismo histórico, en el que se ven a las 
instituciones como todo tipo de procedimiento tanto formal como informal, con unas 
rutinas, normas, etc., que están inmersas en la estructura política (Caballero 2007, pág. 22). 
De alguna u otra manera, se consideran las costumbres de la sociedad, la perdurabilidad en 
el tiempo y su impacto en el fortalecimiento de las instituciones. Además, considera que las 
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decisiones que se toman de manera temprana en la historia van a determinar aquellas del 
futuro, midiendo y analizando las consecuencias de las primeras (Peters 2009, pág. 26). 
Así pues, varios fueron las concepciones del Neo institucionalismo, ya que autores 
como Powell y Dimaggio (1999), consideran que el Nuevo institucionalismo trae consigo 
nuevos arreglos para conformar las reglas que van a definir el comportamiento de la vida 
económica y política, en la que se configuran tanto reglas formales como informales, que 
son transmitidas culturalmente u ordenadas jerárquicamente en el derecho. 
Con las anteriores acepciones llegamos a los cuestionamientos de Douglas North, 
uno de los exponentes más representativos de este enfoque, que se interesó, igual que 
muchos, por el comportamiento económico de los países, interrogándose acerca de cuáles 
eran las condiciones que determinaban el mejor o peor camino de la economía en cada país. 
Así estableció que el Neo institucionalismo planteaba las formas en que las organizaciones 
políticas y sociales, igual que las transformaciones históricas, dan paso hacia un desarrollo 
económico vinculado fuertemente con el pasado (Moreno 2010, pág. 5). North no solo se 
limita a describir las relaciones jerárquicas entre Estado y sus agentes, sino que afirma que 
existe un proceso de interacción social, en el que los distintos grupos ejercen presión para 
que las decisiones o políticas que el Estado implemente vayan a favor suyo. Así pues, estas 
demandas exigen instituciones acertadas, en las que las decisiones que se tomen se den de 
manera productiva y beneficiosa para la sociedad.  
En general, la teoría Neo Institucional, recogiendo los argumentos de muchos de sus 
exponentes, se enfoca en que  
No es posible resolver los problemas públicos y privados bajo una fórmula unitaria, única; 
siendo necesarios procesos constantes de diseño, evaluación, aprendizaje y corrección de las 
políticas públicas y privadas, partiendo de abajo hacia arriba, bajo el análisis inductivo que 
no subestima la elección racional, con el fin de que las políticas no se diseñen de manera 
abstracta, como si se tratara de retos de carácter técnico (Moreno 2010, pág. 6) 
 
Esta cita nos lleva a la siguiente parte de este análisis, que es la relación entre las 
instituciones y la formulación de las políticas públicas. Según el Neo Institucionalismo, 
para que exista una modernización y eficacia de lo público, la descentralización es la mejor 
forma de lograrlo, a través de transferencias de poderes, que van a permitir mayores 
impactos en la formulación de las políticas (March y Olsen 1984, pág. 740). A estas 
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transferencias, deben acompañarse una fuerte capacidad local analizada desde distintos 
aspectos. 
De esta manera, desde la perspectiva Neo institucional, el analista o formulador de 
la política pública debe contemplar todas las reglas bajo las cuales actúa una sociedad, ya 
sean de carácter escrito o no, ya que, en muchas ocasiones, son más fuertes las costumbres 
que las leyes. Así “No es lógico pretender que los problemas sociales se resuelvan con la 
expedición de leyes. Es necesario, que, al tiempo que se aprueban decretos y acuerdos, haya 
un esfuerzo por comprender las características de las dinámicas sociales que enfrenta la 
política pública en su implementación” (Roth-Deubel 2010, pág. 99). 
En el diálogo que aquí se pretende hacer entre el Nuevo institucionalismo y las 
políticas públicas, es preciso señalar algunas concepciones. Existe un marco de referencia 
llamado ‘Intercambio y negociación’, en el que se ve a las instituciones como la agregación 
de preferencias de los individuos, que en algunos casos, pueden ser aceptadas y de uso 
común. También está aquella determinada por la estructura en la que la forma como esté 
organizado el gobierno se va a reflejar en cómo se tomen las decisiones; así una mala 
estructura redundara en malas políticas [Roth-Deubel 2010, pág. 102].  
En un análisis de políticas públicas debe considerarse la estabilidad de las reglas 
institucionales, formales e informales, los conflictos que se puedan generar y la influencia 
que puedan tener en el moldeamiento de las conductas sociales. De esta manera, se puede 
verificar cómo las instituciones distribuyen su poder político y la forma como asignan los 
recursos, lo cual permite medir el grado de desarrollo de determinado territorio, pudiendo 
llevar a una demanda de mejores diseños de políticas. 
Autores como Subirats, aseguran que el Nuevo institucionalismo le aportó a la 
Ciencia Política el concepto del ‘Homo Institutionalus’, siendo quien adopta conductas 
políticas de acuerdo a sus valores y a lo que esperan las instituciones, pero modificando las 
mismas (Subirats 2008, pág. 16). 
Si se conciben a las políticas públicas como instituciones que son creadas por un 
poder mayor, logrando imponerse como prioridad en la agenda pública (Roth-Deubel 2010, 
pág. 109), es necesario considerar que en estas circunstancias las políticas pueden ser 
guiadas por intereses que no respondan al bienestar social sino al privado, por lo cual debe 
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velarse por una planificación e implementación de calidad, que permita un desarrollo 
efectivo de largo plazo y favorable tanto al territorio como a la sociedad. 
En esta medida, la política pública debe responder a las prioridades de la comunidad 
afectada, que no solo debe quedarse en la planificación, sino que debe seguir un curso de 
ejecución, evaluación y respuestas de contingencias, de ser necesario. Por lo cual, es 
fundamental adoptar óptimas herramientas de intervención y evaluación que lleven 
diagnósticos y soluciones integrales. 
Así pues, desde el enfoque del Nuevo institucionalismo, como lo menciona Roth-
Deubel [2010], con relación a las políticas públicas, se puede concluir que existe una 
interdependencia entre actores e instituciones que lleve a una óptima comprensión de la 
compleja realidad, lo que permitirá una mejor identificación de mecanismos y, por ende, 
mejores resultados de la política. 
 
2.4.  La debilidad institucional en las entidades estatales 
Subsecuentemente al apartado anterior, surge una cuestión de indispensable análisis en este 
documento, que permitirá comprender el real funcionamiento de las instituciones y su 
impacto en la toma de decisiones. De esta manera, este espacio se concentrará en estudiar el 
funcionamiento real institucional, a partir de los conceptos de estabilidad e imposición, que 
permitirán crear una base para medir la fortaleza y capacidad de acción de las instituciones, 
principalmente de carácter formal. 
Saber de la existencia de las leyes y las normas, en muchas ocasiones, no es 
seguridad de cumplimiento y orden en la sociedad. Considerando que el Nuevo 
institucionalismo parte de aceptar las instituciones tanto formales como informales, es 
preciso señalar que la medición de eficacia y efectividad de estas, es un problema al cual se 
ha tenido que enfrentar este enfoque. Las instituciones de carácter informal, entiéndase 
costumbres y reglas sociales implícitas, llegan a ser tan o más respetadas que aquellas 
consideradas como formales. Por esto, y por la dificultad de su evaluación, las instituciones 
informales son poco medidas y evaluadas. 
Otro es el caso de las instituciones formales, las cuáles por su mismo origen y 
objetivos, deben tener un componente de evaluación que permita conocer su impacto, 
37 
 
positivo o negativo, en la sociedad en la que se rige. Esto va a llevar a que se identifique 
que tan débil o fuerte es la institución y las implicaciones que ello trae consigo.  
Luego del surgimiento del Nuevo institucionalismo, como su nombre lo indica, las 
instituciones volvieron a ser el centro de atención de los estudios políticos, económicos y 
sociales, convirtiéndose en un medidor de las democracias, especialmente las más 
desarrolladas, siendo necesaria la introducción del concepto de fortaleza institucional. Este 
va a ser entendido como la aplicación de los conceptos: imposición y estabilidad, en los 
cuáles el primero hace referencia al grado en que las normas escritas se cumple en la 
práctica, y la segunda, se refiere a la perdurabilidad de las instituciones, a pesar de los 
cambios que se generen en las condiciones normales [Levitsky y Murillo 2010, pág. 40]. 
Aquí es preciso aclarar que la evolución en las leyes es un proceso normal, ya que 
debe ir en concordancia con el proceso evolutivo de la sociedad, por lo cual la inestabilidad 
no puede ser confundida con ello. Esta se presenta cuando un patrón externo, como un 
cambio en las fuerzas políticas, hace que las leyes cambien y modifiquen los patrones de 
comportamiento de la sociedad, sin ser demandado por ella.  
Levitsky y Murillo [2010] desarrollaron un modelo de análisis institucional en el 
que clasificaron a la fortaleza institucional de acuerdo a la combinación entre estabilidad e 
imposición. De esta manera, mostraron que existen cuatro tipos de instituciones: Las 
formales fuertes, consideradas como el ideal en las democracias en las que tienen una alta 
estabilidad en las leyes y además se hacen cumplir. Las segundas son las instituciones 
formales inestables pero con alto grado de imposición, en estas se ve que las reglas son 
cumplidas pero cambian constantemente, por lo cual es difícil hacer un seguimiento a la 
efectividad y a las repercusiones de las mismas. 
La tercera son las instituciones formales que tienden a mantenerse en el tiempo pero 
su grado de imposición es muy bajo. En estos casos las leyes se hacen y quedan escritas 
pero no trascienden más allá a su aplicación y son utilizadas en una especie fachada para 
mostrar la eficiencia de los Estados. Finalmente están las instituciones formales que no 
tienen ningún grado de estabilidad ni imposición, casos en los cuáles aunque existe un 
marco legal que rige a la sociedad, éste no es cumplido y tienden a cambiar las reglas del 
juego constantemente. Normalmente estos cambios constantes se generan por las disputas 
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entre bandos políticos, golpes de Estado, cambios en la forma de gobierno, etc., que casi 
siempre llevan a la implementación de nuevas normas. 
En el marco del nacimiento de las instituciones pueden considerarse dos aspectos, 
las que débilmente se imponen de manera intencional o no y las que varían en su grado de 
estabilidad. En las primeras pueden generarse que los creadores de las instituciones 
pretendan crearlas como requerimiento a un marco internacional o por demanda de sus 
ciudadanos, pero no tengan mayores intenciones de hacerlas cumplir. En otros casos, los 
fundadores buscan cumplir tanto con los marcos de referencia como con la aplicación de 
los mismos, pero debido a la inexperiencia en la formulación o al poco tiempo que se 
toman en ello, no resulta como se esperaba y se crean reglas con poco sostenimiento, 
perdurabilidad y aplicabilidad. Como lo señala Htun (2003) las leyes fueron creadas para 
alcanzar objetivos morales, más allá de moldear comportamientos.  
También se debe considerar que en muchas ocasiones la debilidad en la imposición 
se debe a que los formuladores de la ley no son los mismos que la implementan, por este 
motivo, aunque se creen con la finalidad de moldear adecuadamente el comportamiento de 
la sociedad, puede que los encargados de hacerla cumplir no lo hagan por distintos motivos, 
ya sea por intereses personales o por ineficiencia en sus obligaciones [Levitsky y Murillo 
2010, pág. 42]. 
Por otro lado el grado de estabilidad de las instituciones puede variar de acuerdo a 
situaciones en las que no hay compatibilidad entre quienes redactan las leyes y los que 
detentan el poder. Estas circunstancias se presentan cuando no hay estabilidad en los 
gobiernos, siendo incierto el futuro político (Clemens y Cook 1999, pág. 450). Así pues, los 
generadores de la ley pueden fallar al no considerar cómo se distribuye el poder, dejando en 
las instituciones que se van creando, una vulnerabilidad alta por parte de actores 
influyentes. 
Otro aspecto a tener en cuenta en la estabilidad es el tiempo en el que se crean las 
instituciones. Pues como asegura Grzymala-Busse [2006)], las instituciones que se crean 
pausadamente tienen la oportunidad, sus intervinientes, de calcular las consecuencias y 
organizarse con posibles medidas de contingencia, mientras que aquellas que se crean de 
manera rápida no logran identificar las debilidades que pueden tener y, por ende no existe 
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un plan de respuesta en caso de fallos en la institución o ley. Este, en muchos sentidos, es el 
caso de las medidas que a los largo del tiempo se han adoptado en Colombia en cuanto a 
fenómenos naturales, teniendo que responder rápidamente a los desastres que se presentan, 
no se estimaron consecuencias que se presentarían o, aún peor, no se lograron abarcar todas 
las problemáticas de manera integral. 
Cuando en una democracia se presenta debilidad institucional en las dimensiones 
aquí tratadas, las consecuencias que ello trae van a estar dirigidas a la forma como se van a 
comportar los individuos y, en general, al moldeamiento de las actuaciones de la sociedad. 
En el momento en que las instituciones son estables y gozan de imposición, lo más 
probable es que los individuos confíen en la forma de comportarse de los demás, pues 
saben que está la ley y se cumple. Por el contrario, cuando la institución no es estable ni 
impuesta, las decisiones de los individuos no están fijamente marcadas, pues no están 
seguros de que sus pares cumplan con lo estipulado. Por ello, existe poca posibilidad de 
cooperación entre los miembros de una sociedad, repercutiendo en la calidad y estabilidad 
del sistema democrático. 
Así pues, como se pudo observar durante todo el capítulo, el papel de las 
instituciones, sobre todo las formales, en una democracia es indispensable para su óptimo 
desarrollo. Pues si existen de manera estable, con altos grados de imposición y 
perdurabilidad, además de correctas actuaciones para atender las necesidades de la 
población en forma de políticas, los grados de insatisfacción serían mínimos y la eficiencia 
se vería maximizada, contribuyendo a un crecimiento integral de la población. 
La formulación de las políticas o leyes, debe estar enmarcada en un análisis integral 
de las reglas informales que rigen a la sociedad, pues a pesar de que estas se hagan desde 
un marco nacional, la integración de todos los estamentos del orden descentralizado resulta 
fundamental para definir la problemática, planearla, implementarla y evaluarla. Esto llevará 
a que se consideren todos los aspectos posibles, los niveles que deben actuar en cada 
proceso y las medidas de contingencia que se deban implementar.  
La reacción Estatal en Colombia para los casos de fenómenos naturales, como se 
vio en la primera parte del capítulo, estuvo durante mucho tiempo marcada bajo un 
lineamiento de debilidad institucional, ya que en muchos territorios no había una 
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imposición real de las normativas, ya sea porque no se sabía quién debía intervenir o por 
que no estaban bien definidos los parámetros de acción. Este hecho generó que las políticas 
no funcionaran de manera integral y que se debiera pensar en nuevos mecanismos para 
atender y, en últimas, mitigar los desastres causados por los fenómenos naturales 
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3. INSTITUCIONALIDAD COLOMBIANA COMO LIMITANTE EN LA 
IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE GESTIÓN DE RIESGO 
 
En Colombia a lo largo de las últimas décadas se ha debatido la necesidad de integrar a la 
agenda pública la temática en gestión del riesgo, como resultado a los inclementes 
fenómenos naturales que le han cobrado al país numerosas víctimas y pérdidas 
incalculables, como consecuencia del déficit en políticas públicas que prevengan, mitiguen 
y respondan a la realidad natural del país. 
 Si bien Colombia tiene una posición privilegiada en el continente americano, como 
se ha evidenciado en los capítulos anteriores, su diversidad natural también es una amenaza 
para la sociedad, quienes no en todas las ocasiones poseen una relación armoniosa con el 
medio ambiente, fortaleciendo las amenazas posibles en el momento de un desastre. 
 El propósito principal de este capítulo es interrelacionar el desastre, no como un 
evento extraordinario, sino como el resultado de unas dinámicas naturales y sociales, con el 
institucionalismo colombiano y su incidencia en la formulación e implementación de 
políticas de gestión del riesgo, afirmando que la debilidad institucional colombiana ha 
imposibilitado la eficiencia y eficacia de dichas políticas. 
 Para lograr lo anteriormente planteado, el capítulo estará dividido en dos partes; la 
primera retomará las nociones de desastre, riesgo, vulnerabilidad, amenaza entre otras, pero 
con el objetivo de dotarlas de una connotación social, para entender que si bien son 
conceptos que nacen del fenómeno natural, estos tienen aún más significado si se les 
entiende con base en la relación con el ser humano y sus dinámicas sociales, además 
considerando las definiciones de la ley 1523 de 2012. En segundo lugar, se hará un breve 
resumen acerca de lo que han sido los cambios de visión institucionales en el Estado 
colombiano, para entrelazar el marco teórico utilizado en la presente investigación que es el 
neo-institucionalismo con la historia en Colombia, lo que permitirá entender el por qué y 
cuáles han sido las fallas en la comprensión del concepto de política pública, el cual a su 
vez, será planteado para no caer en ambigüedades conceptuales. Asimismo, en el mismo 
acápite, gracias a la investigación de diferentes eventos de desastre en la historia 
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colombiana, se analizarán las fallas y aciertos al momento de responder a los fenómenos y 
cómo estos han tenido repercusión en la situación actual de la gestión del riesgo en el país. 
 
3.1. Los desastres como resultado de un ambiente y una sociedad vulnerable 
Los fenómenos naturales en Colombia han sido una constante, pero en la última década, 
gracias a la preocupación académica por la gestión del riesgo, el tema ha sido cuestionado y 
su lugar en la agenda pública ha tomado mayor relevancia. Por ello, conceptos que se 
consideraban de importancia solo para las ciencias naturales, como desastre, riesgo, 
vulnerabilidad, han tomado significado en las ciencias sociales, relacionándolas con las 
dinámicas entre el medio ambiente y la comunidad. 
 En Colombia se ha evidenciado que existen condiciones no sostenibles de 
convivencia entre la sociedad y el medio ambiente, gracias a diferentes circunstancias 
sociales que han impedido que esta relación sea armoniosa.  
 Para la académica María Alexandra Vallejo “los desastres no son sinónimos de 
amenazas naturales, un fenómeno natural no basta para producir un desastre, se le suman 
insumos sociales: emplazamientos vulnerables, construcciones inadecuadas y debilidades o 
fortalezas de nuestros Estados para controlar los procesos” (Vallejo 2010, pág. 21). Este 
concepto logra entrelazar el concepto de fenómeno natural y la incidencia sobre él, de la 
circunstancia social. Igualmente el concepto aportado en la ley 1523 del 2012 permite 
evidenciar la interacción entre el medio ambiente y la sociedad; en esta ley donde se 
conceptualiza el desastre como “el resultado que se desencadena de la manifestación de uno 
o varios eventos naturales o antropogénicos no intencionales que al encontrar condiciones 
propicias de vulnerabilidad (…) causa daños o pérdidas humanas” (Congreso de la 
República 2012, art. 4),  es válido relacionar el evento natural con condiciones de 
precariedad material, dispersión, conflicto social y alienación cultural prexistentes, a lo que 
podríamos resumir que es el resultado entre la suma de un ambiente y una sociedad 
vulnerable.  
 Lo anteriormente planteado es validado si se analiza igualmente el concepto de 
vulnerabilidad, el cual, según la ley 1523 se reconoce como toda susceptibilidad o 
fragilidad física, económica, social o institucional que puede tener una comunidad para ser 
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afectada por cualquier evento físico con predisposición a sufrir pérdidas o daños en los 
seres humanos y sus medios de subsistencia [Congreso de la República 2012, art.4]. Es 
fundamental en este contexto darle a este concepto un significado social más que ambiental, 
porque si bien en la mayoría de casos los eventos naturales no se logran pronosticar con 
eficacia, está en la sociedad la capacidad de prevención y respuesta a dichos eventos, lo que 
hace la diferenciación entre una sociedad más o menos vulnerable respecto al desastre, “los 
grados de amenaza son heterogéneos, por ello la vulnerabilidad debe ser estudiada bajo 
parámetros de carácter social y no solo estructural” (White 1945 citado por Vallejo, pág. 
22). 
 Bajo este concepto interrelacionado, podemos dar evidencia de que existen zonas 
con mayor vulnerabilidad por sus componentes sociales, culturales, económicos y políticos. 
Por ejemplo, regiones con presencia de comunidades indígenas, de organizaciones al 
margen de la ley como guerrilla, Bacrim, que promueven actividades como el narcotráfico 
y el conflicto; Tal fue el caso del Cauca, donde se presentan todas estas dinámicas y en 
junio del año 1994 hubo un sismo en el municipio de Páez, y donde la actuación del 
gobierno tuvo muchos obstáculos por la heterogeneidad de la comunidad y su relación con 
el medio ambiente, ya que por años los grupos sociales realizaron una gestión diferenciada 
del riesgo y en muchas ocasiones, ni existía consciencia de ello. Igualmente, siguiendo con 
la conceptualización, el riesgo también toma parte de la discusión, y al igual que los 
anteriores, se reconoce que se compone por factores sociales, culturales, económicos y 
políticos [Vallejo 2010, pág. 25], que según la ley de gestión del riesgo se entiende como 
las posibles pérdidas o daños causados por eventos físicos de origen natural, tecnológico o 
humano, que en últimas resulta de la combinación entre amenaza y vulnerabilidad 
[Congreso de la República 2012, art. 4]. Finalizando con ello se concluye que en su 
totalidad la amenaza, vulnerabilidad y riesgo son dinámicas sociales y no factores de un 
evento extraordinario. 
 Correspondiendo a lo anterior, se ha evidenciado infortunadamente cómo existe una 
relación proporcional entre el lugar de los desastres y la capacidad de gestión, siendo los 
lugares más cercanos al poder estatal los de mayor respuesta a la gestión del riesgo, esto 
como resultado de una constante centralización que si bien, como lo veremos a lo largo del 
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capítulo, se ha tratado de mitigar, la presencia estatal no ha sido permanente en todo el país 
lo que ha aumentado la vulnerabilidad en algunas zonas. 
 
3.2. La importancia de la formulación de políticas públicas en gestión del riesgo por y 
para la sociedad 
En Colombia se ha visto como el Estado se encuentra en un lugar privilegiado dentro de la 
sociedad, perdiendo así una interacción directa entre el ciudadano que es quien elige los 
representantes y toda la organización estatal, “la crisis del Estado de Bienestar permite 
redescubrir el Estado como eje articulador en los estudios de teoría política, privilegiando el 
accionar del Estado, concibiéndolo como un actor independiente de la sociedad que 
funciona como selector de peticiones y abastecedor de servicios” (Vallejo 2010, pág. 29), 
anulando el accionar y la importancia de la sociedad.  Esta visión ha limitado mayormente 
la formulación de políticas públicas en dos formas: la primera en su eficiencia y la segunda, 
incluso, en su misma formulación ya que se ha desligado la noción de política pública de la 
sociedad, haciendo más difícil la eficacia de las mismas, porque no surge como una 
interacción entre el Estados, las instituciones y la sociedad, sino como respuesta a una 
problemática en la que el Estado se hace presente, “la política pública es definida como  un 
conjunto de objetivos, decisiones y acciones que lleva a cabo un gobierno para solucionar 
los problemas que en un momento determinado, los ciudadanos o el propio gobierno, 
consideran prioritarios” (Figueroa y Ortiz (2005) citado por Vallejo 2010, pág. 35), en 
pocas palabras, un solucionador de problemas y como un medio para describir el 
comportamiento social e institucional. Hay una visión Estado-centrista de comprender las 
políticas públicas volviendo invisible la existencia de procesos sociales, la cual es 
cuestionada desde el neo-institucionalismo, el marco teórico que se ha trabajado a lo largo 
de la presente investigación. 
 Desde el neo-institucionalismo, se deben comprender una serie de nociones que 
permiten que la política pública sea una construcción integral y no una respuesta del Estado 
a demandas de la sociedad, ya que existe una complejidad y diversidad de factores que 
intervienen en la implementación de una política pública, lo cual no ha sido comprendido 
en su totalidad en la política colombiana, menos aún en las demandas de gestión del riesgo. 
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  En primer lugar se debe entender que la política pública es un “instrumento de 
construcción de opinión pública y de diálogo democrático: una política es también una 
actividad de comunicación pública y no sólo una decisión orientada a la ejecución de 
acciones en consecución de unos objetivos” (Vallejo 2010, pág. 27), por ello es de vital 
importancia la intervención en estos procesos de la sociedad, además porque esta 
interacción entre el ciudadano y el Estado tiene como uno de sus objetivos el 
fortalecimiento de las instituciones, gracias a los lazos que se crean en los procesos de 
construcción de políticas. 
 Precisamente la fortaleza institucional es lo que se quiere analizar en el presente 
trabajo, porque es allí donde se encuentra la mayor debilidad del Estado colombiano, y el 
porqué de los limitantes en la consolidación de políticas públicas, en este caso, de gestión 
del riesgo. Para ello desde el neo-institucionalismo histórico (un término que nos habla 
acerca de la importancia del recorrido histórico de una sociedad en el establecimiento de 
instituciones y cómo éste, trae consecuencias en el mantenimiento y fortalecimiento de las 
mismas) se logra evidenciar el estado actual de la institucionalidad colombiana. 
 En principio, siguiendo a March y Olsen (1989),  
Las instituciones son marcos de referencia cultural a partir de los cuales los individuos y las 
organizaciones constituyen preferencias e interpretan la realidad, se añade a esto un cierto 
grado de racionalidad a los actores, la cual les permitiría incidir sobre las instituciones. Esta 
incidencia puede generar cambios institucionales que serían resultado de los ajustes 
realizados por la sociedad. (March y Olsen 1989, pág. 740) 
 
 Al igual que las políticas públicas, como ya se había referenciado, las instituciones 
también son un producto social, que logra mediante la cultura establecer reglas de 
funcionamiento para esa misma sociedad de donde surgió, y a su vez esta puede generar 
cambios. 
 Estos cambios en torno a la gestión del riesgo han surgido, como lo afirma el neo-
institucionalismo histórico, gracias a hitos en la historia colombiana que le han permitido 
hacer visible la necesidad de implementar mecanismos de respuesta a fenómenos de 
desastre, para iniciar, el primer acercamiento a la noción de gestión del riesgo no surge 
como consecuencia de un desastre natural sino por las presiones políticas y sociales del 
Bogotazo, donde se crea la oficina de atención de socorro, lo que permite entender cómo se 
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ha manejado la gestión, no por prevención sino como respuesta, indicando que la herencia 
histórica si ha determinado el recorrido de la gestión del riesgo en el país.  
 Seguido a esto se llevaron a cabo en cambios en las políticas que podríamos resumir 
en tres  formas: la primera, una política pública tradicional asistencialista, en la que se 
encontraba pocos actores, por ello existía una alta concentración estatal de funciones y 
centralización política, lo que le generaba una carga alta en el ejecutivo. La segunda es una 
política transicional, en la que se generaron procesos descentralizadores generados por los 
cuestionamientos de los ciudadanos y los entes locales, ya que su capacidad de respuesta a 
las demandas se había deteriorado por la falta de competencias y recursos. Claramente se 
evidenciaba una apertura política.  
 Y por último, una noción de políticas integrales que se ha ido implementando y 
avanzando con la creación del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, 
basado en una apertura a nivel internacional. Allí se incorporaron los supuestos del Marco 
de Acción de Hyogo, acuerdo firmado por los Estados miembros de la Naciones Unidas, 
que busca aumentar la capacidad de resiliencia de las comunidades ante la ocurrencia de 
desastres, logrando reducir las pérdidas humanas y materiales, mediante políticas de 
reducción del riesgo de desastres, que incluyan los conceptos de prevención y evaluación 
de riesgos [Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres, 
2005]. Vale resaltar, que todos estos cambios se llevaron a cabo paulatinamente como 
resultado de múltiples eventos naturales, entre los que destacamos, el sismo del Páez en 
Cauca, el terremoto en el Eje Cafetero y la erupción del Nevado del Ruíz y subsiguiente 
avalancha al municipio de Armero en el Tolima, este último que llevó a la creación del 
SNPAD. En cada uno de estos eventos hubo aciertos y desaciertos que han permitido 
moldear la posición del Estado frente a la gestión del riesgo “se vislumbraron en la 
institucionalidad colombiana a través de dos elementos: el primero gira en torno a las 
diferentes maneras como la herencia institucional y política influyen al momento de llevar a 
cabo la acción pública en la gestión del riesgo; el otro, está relacionado con la forma como 
los actores moldean sus preferencias alrededor del tema y como éstas son influenciadas por 
la institucionalidad imperante” (Vallejo 2010, pág. 43). 
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 Existen una serie de fallas institucionales transversales a todos los eventos de 
desastres en el país, más exactamente los anteriormente mencionados, entre ellos, como lo 
menciona Vallejo [2010] se encuentran los siguientes: la ausencia o escasa información 
otorgada por los niveles locales, una incompetencia generalizada en las organizaciones 
estatales que realizan las mismas funciones pero en diferentes entidades, desconocimiento 
institucional de la normatividad ya existente y por ello la formulación de decretos sin 
justificación, dentro de los cuales surgen entidades estatales que realizarían funciones que 
ya les correspondían a otras, y el nombramiento de encargados obviando la responsabilidad 
y funciones de los locales, cambios institucionales referentes a la posición y dependencia de 
entidades nuevas cuyo propósito sea la gestión del riesgo, causando vulnerabilidad política, 
una falta de trabajo mancomunado entre el gobierno central y el local, causando una 
generada crisis de gobernabilidad y gobernanza ya que el Estado no está en un constante 
equilibrio entre las demandas de la población y su efectiva capacidad para responderlas. 
En el caso del sismo en Páez (Cauca) se hicieron visibles varias deficiencias 
estatales con la comunidad caucana y no se realizó una adecuada gestión del riesgo 
diferenciada en comunidades indígenas dada su carga cultural, idiomática e histórica. Se 
ignoró la relación de estos grupos con el medio ambiente estableciendo lugares de paso o 
de reubicación con dificultades para la población afectada, estas comunidades llegaron a 
sentir desarraigo y pérdidas de relaciones de topofilia debido al cambio, generando 
problemas de convivencia entre la comunidad desplazada, la sociedad y el medio ambiente. 
El desconocimiento de los entes estatales a las heterogeneidades culturales de las 
comunidades nacionales significa gastos innecesarios de recursos humanos y técnicos 
[Vallejo 2010, pág. 108], como por ejemplo, en el momento de la reubicación de muchas 
comunidades se hace en lugares inadecuados sin tener en cuenta esas diferencias culturales: 
entre ellas las particularidades lingüísticas que impiden un establecimiento pacífico de los 
indígenas. 
Por otro lado, como una limitante se encontró la descoordinación en la solicitud de 
ayudas, en casos como el sismo de Páez, en donde por el afán del presidente Gaviria de 
hacerse visible frente a los medios de comunicación, solicitó donaciones a nivel nacional 
desconociendo cuales eran las demandas de la población, provocando un desgaste de 
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recursos económicos y humanos en el recibimiento, clasificación y traslado de las 
donaciones, entre ellas, muchas inútiles. Además de lo anterior, el presidente generó una 
situación de confusión porque se tomaron decisiones desde el ejecutivo abruptamente, 
ignorando las funciones de las entidades locales. Como se puede evidenciar, los problemas 
de coordinación y organización de los actores producen más problemas en vez de facilitar 
la solución de las consecuencias del desastre. 
 Si bien estas comunidades (indígenas) son vulnerables frente a desastres 
estructuralmente hablando, su fortaleza reside en la institucionalidad, legitimidad, 
organización y relación cercana con la comunidad, además del amplio conocimiento de la 
zona del desastre, por ello han sido llamados en ciertas ocasiones, por las autoridades 
nacionales como guías de la zona, aunque su potencial no ha sido utilizado en su totalidad 
por la discriminación de algunos líderes políticos y entidades públicas. 
 En el caso del desastre en el Eje Cafetero la vulnerabilidad fue aún mayor dado que 
los establecimientos públicos estaban en riesgo, produciendo consecuencias mayores en el 
momento de un desastre. Las estructuras de la estación de bomberos, hospitales, el SENA, 
la Asamblea Departamental, entre otros, colapsaron provocando un impacto mayor dentro 
del caos del terremoto, por ello el manejo de la situación desbordó la capacidad de manejo 
y respuesta del desastre. En Armenia “los sistemas de construcción empleados en la zona 
afectada por el sismo, muestran un evidente desconocimiento o no empleo de criterios 
sismo-resistentes, aunado con esto la indebida utilización de lugares de evidente riesgo para 
la construcción de diversos tipos de edificaciones, constituyen una sumatoria explosiva de 
peligro que hizo que ante la tremenda rapidez de la descarga energética del sismo vastos 
sectores de la ciudad de Armenia y de los poblados vecinos colapsaran” (CEPAL 1999 
citado por Vallejo pág.71).  
 Infortunadamente, de la mano con las fallas trasversales y la vulnerabilidad de las 
estructuras públicas, en el Eje Cafeteros existieron obstáculos burocráticos, limitantes de 
tipo político y económico, para llevar a cabo proyectos lo que impidió, como en muchas 
otras ocasiones, que se realizaran obras de prevención y mitigación, como lo fue el caso de 
del Plan de Ordenamiento Territorial en el Eje Cafetero, que fue aprobado después de la 
tragedia, y solo por la coyuntura, más no por la eficacia burocrática, “ de este hecho llama 
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la atención un elemento de interés y es la dificultad que atraviesa la gestión de riesgos en el 
mundo real, en un principio por la sumatoria de intereses existentes de carácter heterogéneo 
y por el poder político, económico y social que ostentan algunos individuos y grupos los 
cuales viendo sus condiciones amenazadas, obstaculizan estos procesos”(Vallejo 2010, pág. 
116). 
 Y por otro lado, otra circunstancia que manchó el desastre fue la oleada de actos 
vandálicos que se presentaron después del desastre, que explicado desde el neo-
institucionalismo histórico como la manifestación del empobrecimiento paulatino de un 
amplio sector de la población colombiana, relacionada con la incapacidad del sistema 
institucional para satisfacer las necesidades más elementales de la población, generó la 
pérdida de confianza y credibilidad en las instituciones y en quienes las representan 
(Vallejo 2010, pág. 118), evidenciando una anti-ética ciudadana y descomposición social 
que salió a flote en momentos de crisis. 
 Si bien el panorama parece desolador, los aciertos durante el desastre del Eje 
Cafetero también fueron varios, y lo más importante, muchos de ellos surgieron desde la 
ciudadanía demostrando una vez más, el su papel vital dentro de la sociedad. En este 
ejemplo se hizo manifiesto que existe una relación entre el talante de la comunidad en la 
prevención o superación de un desastre, además que permite una reactivación en los 
sectores de la sociedad. Por parte del gobierno entre los hechos que se aprendieron de los 
anteriores eventos, se resalta la motivación del ejecutivo frente a la necesidad de ayudas 
internacionales en los desastres. Y gracias a que se mantuvieron los impuestos, esto le 
permitió a Armenia no tener la obligación de recurrir a los recursos de compensación, ya 
que su economía fue reactivada desde la ciudadanía. En consonancia a esto se lograron 
“síntomas de recuperación, de apropiación de la ciudad y de confianza por parte de la 
ciudadanía en su administración municipal” (Vallejo 2010, pág. 124). 
El aprendizaje político respecto a desastres anteriores se evidencia en la presencia y labor 
del gobierno central frente a estos, siendo inmediatas ambas cosas, en comparación con 
ejemplos como el del Cauca, en donde el presidente se hizo presente tres días después del 
evento. Igualmente el aprendizaje se manifiesta en la forma de solicitar y recibir ayudas y 
donaciones, siendo claros con las demandas de la población afectada. Y por último, pero de 
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gran importancia, en la creación de normatividad en torno a vivienda, agricultura, salud y 
educación con base en eventos pasados que evidenciaron los déficits en estos sectores. 
 Además de ello, como fortaleza y acierto gubernamental después del terremoto del 
Eje Cafetero se encuentra la creación del FOREC (Fondo de Reconstrucción del Eje 
Cafetero) como un modelo “constituido desde lo público (…) pero este esquema se fue 
agotando, quizá debido a su poca efectividad, surgiendo así un modelo de carácter mixto en 
el cual tanto la empresa privada como la pública, las ONG’s y la sociedad civil tenían 
cabida en procura de agilizar los procesos de reconstrucción” (Vallejo 2010, pág. 127). La 
ventaja de este modelo fue que demostró una nueva manera eficiente y eficaz del quehacer 
de la administración de lo público interconectando varios actores, sobretodo empoderando a 
la sociedad mejorando el sistema democrático y claramente fortaleciendo las instituciones 
que hicieron parte, en pro de la reconstrucción del Eje Cafetero,  
Prefiguró una forma de hacer política pública y de construir bienes públicos en un escenario 
de corresponsabilidad entre el Estado, en un rol de planificador, regulador y co-financiador; 
la sociedad civil organizada, en un rol de ejecutor y ejerciendo control social; el mercado, 
proveyendo bienes privados en un entorno competitivo y a la vez solidario; y las 
comunidades afectadas, organizándose y movilizándose (…) disminuyendo la 
intermediación del sistema político (Vallejo 2010, pág. 128). 
 
Con la implementación de la ley 1523 de 2012 se logró avanzar en el tema, sobre 
todo con un cambio de paradigma, pasando de la atención a la gestión del riesgo de 
desastres, fuertemente marcado por la resiliencia en las comunidades. Luego de los hechos 
ocurridos por el fenómeno de La Niña en 2010-2011, no se han presentado eventos de igual 
magnitud en el país, por lo cual la evaluación de la ley no se ha podido completar. Sin 
embargo, ya se creó la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, el Fondo 
Nacional de Calamidades y el Sistema Nacional de Información, además se ha ido 
trabajando en la atención y manejo de evento menores, vientos fuertes, entre otros, siendo 
el Estado el primero que responde y maneja la situación. El problema ha sido en las 
entidades territoriales que, a pesar de que existe un Coordinador de Gestión de Riesgo a 
nivel departamental y, tan solo, uno en 20 ciudades capitales, aún no se han consolidado los 
Consejos Departamentales y Municipales de Gestión del Riesgo de Desastres en la totalidad 
de las zonas en riesgo, lo cual deja ver que la política está en proceso de consolidación 
nacional. 
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 Finalmente, para concluir se afirma que solo recientes estudios, los constantes 
cuestionamientos internacionales y la realidad actual del país acerca de la importancia de la 
gestión del riesgo, han puesto en la agenda política esta demanda en la que, si bien 
Colombia ha avanzado, la debilidad institucional demostrada en las fallas que han estado 
presentes en la mayoría de los eventos de desastre dejan ver que aún queda un largo 
recorrido en la formulación de políticas públicas.  
Más aún si no se hace una necesaria interacción del Estado, el sistema político y los 
ciudadanos entorno a la gestión de riesgos en Colombia y nos permita evidenciar el rol del 
Estado en esta materia no solo a través del establecimiento de leyes o decretos para tal fin 
sino también, a partir de la generación y construcción de la opinión pública, la presión 
social, la identificación de los actores e intereses existentes en torno a la gestión de riesgos y 
su inserción en la agenda pública (Vallejo 2010, pág. 27).  
 
 A lo largo del capítulo se evidenció la indispensable participación de la sociedad en 
general para la formulación y sobretodo en la implementación de cualquier tipo de política 
pública, y más en una de la naturaleza de la gestión del riesgo, para la gestión, mitigación y 
respuesta a los desastres.  Por último, vale recordar que en un evento de esta índole “no es 
la solidaridad la variable fundamental para reconstruir una zona de catástrofe, sino las 
políticas públicas eficaces e instituciones con capacidad de coordinación de todas las 
fuerzas políticas, económicas y sociales que concurren a contribuir con la recuperación de 
la zona, lo que genera confianza para movilizar recursos” (Cuerco 2001 citado por Vallejo 
pág. 128).  
52 
 
4. CONCLUSIONES 
 
A lo largo de la presente investigación se pudo observar que la posición y riqueza 
ambiental de Colombia también pueden ser una amenaza para la sociedad colombiana, si 
esta se encuentra en una situación de vulnerabilidad para enfrentar el riesgo. 
 Los diferentes acontecimientos naturales que dejaron algunas regiones del país en 
situación de desastre, demostraron que la gestión del riesgo es un resultado de la 
preocupación contemporánea por responder socialmente a los eventos naturales, y en el 
caso colombiano no se han tenido en cuenta las particularidades y heterogeneidades 
nacionales en la construcción de políticas públicas de gestión del riesgo eficientes y 
efectivas para la realidad colombiana, que responda a las demandas de la sociedad en su 
totalidad. 
 La implementación de políticas públicas en torno a la gestión del riesgo aún es un 
reto para el Estado colombiano, sea por la herencia histórica, por la reducida voluntad 
política o el contexto social, aún no aparece como prioridad en la agenda de los 
gobernantes, especialmente los subnacionales, e infortunadamente tampoco en la totalidad 
de la ciudadanía. Todo lo anterior bajo la premisa de que el Estado debe fortalecer sus 
instituciones, para que medidas como la ley 1523 de 2012, que es un buen acercamiento al 
cambio de paradigma en el tema ya que se ha ido pensando en la atención y manejo de 
eventos menores, desastres, vientos fuertes, entre otros,  pueda implementarse de manera 
efectiva, respondiendo a las necesidades que la comprenden y logrando calar en la política 
territorial con eficiencia en la descentralización que proporciona. 
Precisamente este cuestionamiento frente a la institucionalidad es lo que imposibilita la 
implementación exitosa de este tipo de políticas, porque la debilidad ha dificultado la 
actuación, prevención y respuesta de los eventos de desastre en el territorio colombiano. 
 Y si bien se han presentado avances, gracias al aprendizaje político en cada uno de 
los eventos, estos progresos, a su vez, deben continuar y transformarse a través de ajustes 
que se realizan conforme a cada actor y sus intereses, condición que influirá siempre 
positiva o negativamente sobre el resto de los acordes y finalmente sobre las políticas 
públicas en gestión de riesgo, entre ellos entendiendo las heterogeneidades nacionales. 
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 Una de las vías más factibles para gestionar el riesgo en la agenda pública, es la de 
incorporar de manera implícita, la mitigación de factores de vulnerabilidad y la preparación 
para posibles desastres dentro de los Planes de Desarrollo, con capacidad de proyección. 
  
 Vale concluir que el Estado colombiano como responsable de la creación e 
implementación de políticas públicas, de la movilización de recursos tanto humanos como 
económicos, entre otros,  debe fortalecer su accionar e instituciones para poder implementar 
una eficaz política de gestión del riesgo. 
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ANEXOS 
Anexo 1. Gráfico. Crecimiento de la población urbana con respecto a la rural 1918.-
2020 
Fuente: Gráfico tomado del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 2010. 
 
Anexo 2. Tabla. Síntesis de Desastres Naturales en Colombia entre 1870 y 2002. 
Tipo de evento Localización y año 
Terremotos Destrucción total de Cúcuta (1875) 
Terremoto y maremoto de Tumaco (1906) 
Sismo en Bogotá (1906) 
Sismo en Norte de Santander (1950) 
Sismo en Huila (1967) 
Terremoto del Antiguo Caldas (1979) 
Terremoto de Popayán (1983) 
Terremoto del Atrato Medio (1992) 
 
 
Sismo de Tauramena, Pereira y Pasto 
(1995) 
Sismo en Cauca, Páz (1994) 
Terremoto Eje Cafetero (1999) 
Maremotos Maremoto en Tumaco (1906) 
Maremoto en la Costa Nariñense (1979) 
Erupciones volcánicas Volcán Doña Juana (1899) 
Volcán Galeras (1993, 1992, 1989, 1936) 
Volcán del Ruiz (1985) 
En total son 15 los volcanes activos en 
Colombia 
Inundaciones Temporada invernal de 1988 con enormes 
pérdidas en vidas humanas y económicas 
Deslizamientos Quebrada Blanca (1974) 
El Guavio (1983) 
Villa Tina en Medellín (1987) 
Avalanchas San Carlos (1993) 
Turriquitadó, Tapartó y Dabeiba (1993), 
Florida y Bagad{o (1994) 
Huracanes Huracán Joan (1988) 
La Tormenta Bret (1993) 
El Huracán Cesar (1996) 
Fuente: Tabla tomada de la Dirección General de Prevención y Atención de Desastres, 2002. 
 
 
 
 
 
Anexo 3. Tabla. Pérdidas económicas registradas entre 1970-2010. (En millones de 
dólares constantes de 2010). 
Periodo 
Valoración económica de 
desastres intermedios y pequeños 
Pérdidas estimadas de siete desastres 
grandes con valoración económica 
Suma 
  
Hidro-
metereológicos 
Geológicos 
Hidro-
metereológicos 
Geológicos 
  
1970-1979 217,78 27,65     245,43 
1980-1989 164,71 1,12   82,82 248,65 
1990-1999 1.038,34 70,94 40,67 1.035,60 2.185,55 
2000-2009 3.430,72 63,48     3.494,20 
2010 42,98 0,11 886   929,09 
Total 4.894,53 163,3 926,67 1.118,42 7.102,92 
Fuente: Tabla tomada del Banco Mundial Colombia 2012, pág. 59. 
 
 
